DIAGNÓSTICO NACIONAL

Derechos sexuales y derechos reproductivos en el Ecuador

I.
ASPECTOS METODOLÓGICOS

El Diagnóstico de los derechos sexuales y los derechos reproductivos en el Ecuador, fue realizado por el CLADEM – Ecuador, con la propuesta metodología elaborada para este estudio por el CLADEM Regional, para  los países de América Latina y el Caribe, en el Contexto de la Campaña para una Convención de Derechos Sexuales y Reproductivos. El período de análisis base estuvo comprendido entre 1995 y 2000; posteriormente se actualizó la información al 2003. 

Los principales temas de análisis, de acuerdo a la metodología y directrices de CLADEM Regional, fueron:

· Violencia sexual 

· Acoso sexual

· Planificación familiar / anticoncepción

· Matrimonio / uniones de hecho






· Divorcio

· Prostitución masculina y femenina

· Embarazo adolescente

· Aborto







· Orientación sexual

· VIH / SIDA

· Embarazo y maternidad en el ámbito laboral

· Educación sexual

· Acceso a servicios de control del embarazo, atención del parto, postparto, DOC, detección temprana de cáncer de mamas
El CLADEM Regional definió trabajar estos temas considerando que hasta el momento existen diferentes posicionamientos y comprensiones sobre los derechos sexuales y los derechos reproductivos. Dichos temas fueron organizados en los siguientes capítulos:

· Radiografía del Ecuador

· Legislación Nacional y Política Pública

· Temas, actores y fundamentos

· Conclusiones

El CLADEM-Ecuador estableció responsables para el desarrollo de cada uno de los aspectos planteados en la metodología: radiografía del Ecuador; revisión de encuestas de opinión, periódicos y revistas; revisión de legislación y políticas públicas; revisión debate académico; y , entrevistas a informadores/as claves. 

Cada responsable conformó grupos de trabajo y se establecieron criterios de aplicación de la metodología; la o el responsable fue quien ordenó la información en matrices y algunos realizaron informes parciales. Para la elaboración del informe final se realizó un trabajo de integración, necesario para consolidar los documentos parciales, finalmente se realizó una edición total.

El levantamiento de información requirió descubrir fuentes diversas, lo cual significó un esfuerzo importante que hay que resaltarlo. Muchos de los temas se encuentran en archivos institucionales que complicaron el acceso a la información, requiriendo trámites administrativos engorrosos que no siempre tuvieron éxito.

Para la recopilación de la información se utilizaron técnicas cualitativas y cuantitativas, en fuentes primarias, como encuestas de opinión y fuentes secundarias tales como: revisión documental, revisión de periódicos, revistas, hemerotecas, etc. 

La radiografía del Ecuador, fue realizada a partir de un análisis de fuentes secundarias tanto cualitativas como cuantitativas. En algunas ocasiones se realizaron trámites administrativos para recabar la información, por ejemplo datos de delitos sexuales en la Policía Nacional.

Para la revisión de encuestas de opinión, periódicos y revistas, se consideraron los siguientes criterios:

*  Se ubicó 5 empresas encuestadoras mas no tenían información sobre los temas del estudio. Manifestaron que las ONGs y otras entidades no han visto la necesidad de realizar sondeos.  Los aspectos que han indagado están relacionados con la participación política de las mujeres.

*  En revistas: la cobertura nacional y circulación permanente.  Se seleccionó dos, “Vistazo” y “Dinners”, la primera resulta la única revista de circulación pública que trata temas diversos, por cuanto la segunda tiene una circulación privada y está orientada a un sector de elite.

* En periódicos: su orientación política, la ubicación regional y circulación nacional.  La selección fue: uno liberal y otro progresista, así: a) el “Diario Hoy” de Quito, progresista, muestra una pluralidad de pensamiento y es flexible a las reivindicaciones de los movimientos sociales y al de mujeres, y b) “El Universo”, de Guayaquil, considerado como vocero de los grupos financieros guayaquileños, de corte neoliberal,  aunque mantiene en su página editorial a pensadores progresistas. Los periódicos revisados cuentan con registro hemerográfico digital.  

De manera complementaria se realizó: revisión eventualmente de “El Comercio” de Quito, vocero de los grupos de poder de la sierra; revisión del  trabajo hemerográfico que mantiene CEPAM, CEDHU e INREDH; revisión de fechas claves como: día de la mujer, de la no violencia, de lucha contra el VIH-SIDA y  de acción por la salud de la mujer. 

El análisis de la legislación, se centró en una revisión de la Constitución y se enfatizó en las últimas regulaciones. En el caso de aborto se consideró regulaciones anteriores al período de estudio, pues las que existen datan de inicios de la década de los setenta. Además se revisaron las leyes respectivas. 

No fue posible conseguir, los informes de mayoría y minoría previos a la aprobación de cada una de las leyes escogidas. Se realizaron varias gestiones en el Congreso, sin resultado alguno.  

Las Actas de las sesiones de la Asamblea Constituyente, que contienen las discusiones y las posiciones a favor o en contra de las reformas introducidas en la Constitución, demandaron bastante tiempo.  

Se incluyó en la recolección de la información, los proyectos de leyes que están siendo estudiados en el Congreso, y que de alguna forma dan cuenta de hacia donde tiende el desarrollo de los derechos objeto del estudio.

En políticas públicas, se buscó información en cada uno de los ministerios públicos:  Ministerio de Salud Pública (MSP), Ministerio de Educación y Cultura (MEC), Ministerio de Bienestar Social (MBS), Ministerio de Trabajo (MT), CONAMU y Consejo de la Judicatura (CJ). En el MBS, MT y CJ no se obtuvo ninguna información.

No existe una base de datos relativa a Políticas Públicas del Estado en determinada materia, está información esta dispersa y en general lo que más existe son planes, o proyectos. De otra parte, está información es superficial.

En el sector académico, se buscó bibliografía en un Centro de Documentación especializado en la materia (ONG SENDAS Cuenca), pero considerando que lo que interesa es rescatar posturas no solo aliadas, sino  diversas y controversiales, se indagó en las Bibliotecas de la Facultad de Medicina de Loja y de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador en Quito (PUCE).

Para las entrevistas, se definió informantes clave, se realizaron diez entrevistas:

*  En el sector de la iglesia, se realizaron tres entrevistas: una a la Conferencia Episcopal Ecuatoriana (respuesta de dos representantes),  una a la principal autoridad de la Iglesia Anglicana Episcopal del Ecuador, y otra a un representante de la Iglesia Evangélica. Es muy diciente la negativa a la entrevista de la iglesia evangélica Testigos de Jehová, aduciendo que “todas las respuestas ya están escritas en la Palabra de Dios”

*  En el sector estatal, se realizaron dos entrevistas a: Comisaría de la Mujer y la Familia (Quito), y una Asesora de la Primera Dama  en el Tema Ley de Maternidad Gratuita y Atención a la Infancia. Las funcionarias  están vinculadas con las reivindicaciones del movimiento de mujeres y con los organismos del estado creados precisamente para permitir Políticas de Igualdad de Oportunidades.

*  En el sector de ONG´s se consideró a tres:  CEPAR, Coordinadora Política de Mujeres y CEMOPLAF.

*   Sector académico se realizaron dos entrevistas: a un hombre con experiencia en temas de sexualidad y juventud, de la Universidad Católica, y a una mujer con experiencia en temas de derechos sexuales y derechos reproductivos de FEDAEPS.

Luego del levantamiento de la información, la redacción del informe final estuvo a cargo de la persona responsable de la edición; sobre algunos temas realizó todo el informe, en otros los complementó o sintetizó, de esta manera se logra un informe consolidado, mismo que fue validado en reunión del CLADEM-Ecuador, en el mes de abril del año 2001.

Si bien, los resultados son importantes, es necesario ubicar algunas limitaciones en la aplicación de la propuesta y por tanto de la información y análisis obtenidos:

*  Las dificultades burocráticas para obtener la información necesaria, la falta de información actualizada y/o desagregada sobre los temas de indagación y en otros casos los datos distintos según la fuente, no solo que retardaron el trabajo que debía realizarse, sino que restringe la información y análisis. Por ejemplo, es muy difícil encontrar información desagregada según diversidades culturales, económicas, regionales, entre otras; también los años de información son distintos, desde inicios del período estudiado hasta finales de éste.

*  Como se puede observar,  el levantamiento de información se realizó básicamente en Quito, capital del país, de manera puntual en Loja y Cuenca. Lo cual implica reconocer las limitaciones de un trabajo centralizado, que no responde a una visión nacional.  Esto se dio por la limitación de recursos y tiempo para realizarlo en otras condiciones.

*  En el levantamiento de la información cualitativa,  no se pudieron concretar algunas entrevistas y las que se realizaron, constituyen una muestra y no todos los matices de posturas y experiencias.

*  La organización de equipos o instituciones responsables para cada uno de los aspectos metodológicos no derivó en un trabajo en equipo, cada responsable elaboró su producto parcial y desde trayectorias distintas, los tiempos previstos no se cumplieron oportunamente, incluso uno de ello no se realizó generando mayores dificultades para las demás instituciones. Faltó discusión y acuerdos colectivos para el establecimiento de criterios, procesamiento y análisis, lo cual limita una visión más colectiva del trabajo desarrollado.  En esta dinámica el trabajo de elaboración del documento final desde una sola persona facilita el producto final, pero se torna difícil en la  incorporación y relacionamiento de toda la información y enfoques parciales.

*  De otra parte, por el propio carácter de diagnóstico y de elaborar un documento corto y ágil, gran parte de la información levantada, del detalle, no es susceptible de incorporase, quedando sin difusión un amplio registro levantado; sin embargo, puede alimentar procesos de análisis con otras perspectivas.

*  Sin duda el énfasis mayor está relacionado con los derechos reproductivos que con los derechos sexuales y el campo de la salud es el más tratado.  Esto obedece a la trayectoria del debate y de las políticas y programas implementados.

*  Los temas tratados al ser abordados desde distintos énfasis en los capítulos, no facilitan la integración de toda la información en un análisis global y demanda la repetición de algunas referencias.

*  Finalmente las limitaciones contextuales,  cabe ubicar que en el Ecuador existe un bajo nivel de debate sobre los temas relacionados con derechos sexuales y reproductivos que generan mayor polémica.  Cuando estos son analizados en los medios de comunicación, muchas veces tienen un enfoque sensacionalista. Hay que considerar que además de los medios de comunicación escritos, la radio y la televisión son espacios de debate de temas como aborto, divorcio, homosexualidad, VIH/SIDA, etc. Este diagnóstico no incluye a estos otros medios y se identifica la necesidad de realizar una investigación al respecto. También se sugiere indagar sobre la dimensión de la cotidianidad en la vivencia de los derechos sexuales y los derechos reproductivos, que permitiría complementar esta entrada más institucional y macroindicadora.

II.
RADIOGRAFÍA DEL ECUADOR (1995-2003)
A.
INFORMACIÓN CUANTITATIVA

1.
POBLACIÓN:
12.156.608 

1.1 Distribución por sexo

HOMBRES:
6.018.353 (49.5%)

MUJERES:
6.138.255 (50.5%)

Las mujeres representan el 50.5% de la población. En el área urbana las mujeres constituyen el 51% de la población, en tanto que en el área rural, la relación es inversa, pues las mujeres constituyen el 43%.

La tasa de crecimiento poblacional evidencia una disminución progresiva a partir de la década del 50, de 2,96 a 2.05 para la década comprendida en 1990 y 2001. 

En el año 2001, la tasa de crecimiento poblacional fue de 2.1.

1.2
Distribución geográfica

El 61 % de la población vive en la zona urbana y el 39% en la zona rural. La cifra revela una inversión de la concentración poblacional, en 1950 el 71% de la población vivía en la zona rural y el 29% en la zona urbana.

Los resultados del último censo poblacional (VI censo de población) tuvieron una diferencia de entre 400.000 y 500.000 habitantes respecto a las proyecciones relacionadas con el censo anterior (V Censo de población). La diferencia se explica por el importante proceso migratorio, que experimenta la población ecuatoriana, producto de la crisis económica y social que atraviesa el país. Así de una investigación realizada por el CEPAR
, al menos el 15% de miembros/as de los hogares investigados han migrado a otro país.

1.2 Población por grupos de edad

Ecuador: Población por principales grupos de edad. Censo 2001

	Edad
	Total
	Hombres
	Mujeres

	0-5
	1.599.720
	812.2252
	787.495

	5-14
	2.440.300
	1.234.745
	1.205.555

	15-64
	8.166.588
	3.971.383
	4.145.205

	TOTAL
	12.156.608
	6.018.353
	6.138.255


2.
CARACTERÍSTICAS ÉTNICAS Y LINGÜÍSTICAS

El Estado ecuatoriano es pluricultural y multiétinico. Se ubican tres grandes agrupaciones: blanco-mestizos (grupo hegemónico), indígenas y afro ecuatorianos (grupos subalternos). Su ubicación en el país es la siguiente:

*  La población blanco – mestiza está ubicada en todas las regiones de país, en su mayoría está en las ciudades y habla castellano.

*  Existen 13 nacionalidades indígenas que están distribuidas de la siguiente manera: Kwichuas, con presencia en tres regiones del país, Costa, Sierra y Oriente;  Achuar, A’l Cofán, Huaorani, Kichwa, Secoya, Shiwiar, Shuar, Siona y Zápara en la amazonía (Oriente); Awá, Chachi, Epera y Tsa’chila en la Costa, En cada nacionalidad pertenecen diversos pueblos (especialmente en la Kichwa). Cada nacionalidad y pueblo mantiene su lengua, dialecto y cultura propias.

*  El pueblo afro ecuatoriano, está ubicado principalmente en la provincia costera de Esmeraldas y la región del Chota (Imbabura); sin embargo, por la migración se encuentran  en casi todo el país, siendo otros asentamientos importantes Guayaquil, Quito y Nueva Loja (o Lago Agrio).  La población indígena constituye el 22% y la afro ecuatoriana un 5% del total del país; su estimación cuantitativa es un punto álgido y no resuelto. El idioma oficial es el castellano. “El quichua, el shuar y demás idiomas ancestrales, son de uso oficial para los pueblos indígenas en los términos que fija la ley”, según el artículo uno de la Constitución Política del Ecuador.  Los conflictos interculturales por la hegemonía de un grupo cultural, la discriminación y racismo es uno de los elementos estructurantes de la realidad ecuatoriana.

3.
RELIGIONES PREDOMINANTES

En el ecuador existe una diversidad de religiones, entre las principales podemos mencionar:

· Católica apostólica y romana,

· Católica anglicana; y,

· Evangélica

Estas tres religiones predominantes, cuentan con una gran institucionalidad, no solo para la especificidad de su labor, sino también en los campos de la educación, salud, comunicación, desarrollo; gran parte, destinada a sectores medios y empobrecidos y con una lógica asistencial.  Cabe destacar que en los últimos años se advierte un crecimiento sostenido de varias iglesias evangélicas fundamentalistas.

4.
PORCENTAJE DE POBLACIÓN EN POBREZA Y EXTREMA POBREZA

Según CEPAR, el Ecuador ha retrocedido a los niveles de desarrollo humano de inicios de los 90 y tiene una tendencia a la baja, la incidencia de la pobreza entre 1995 y 1998 se incrementó del 34% al 46 % en el ámbito nacional y del 56 % al 69% en el área rural.
 El índice de Desarrollo Humano ubicó al país en el puesto 84 en el año 1999 y para el 2001, descendió al #97.  La dolarización es una de las razones más fuertes.

Se estima que entre 1995 y 2002, se ha duplicado el número de pobres y triplicado el de indigentes, en la medida en que de 3 millones de personas pobres en 1995, se ha pasado a 8 millones 100 mil en 1999.
  Aproximadamente el 60% de la población vive en condiciones de pobreza, o al borde de ella, y 2 millones de personas en condiciones de indigencia.
 Para el 2001, el 20.2% de la población vive con menos de $1 diario y el 52.3% con menos de $2.

Las cifras de desempleo y principalmente de subempleo experimentan un incremento en los últimos años, evidenciando el impacto de la crisis. Adicionalmente el trabajo infantil ha crecido. 

.
POBLACIÓN QUE VIVE EN ZONAS DE CONFLICTO:

Para ubicar los conflictos se consideran aspectos militares, políticos, económicos y culturales; que en algunas situaciones se encuentran estrechamente relacionados.

Entre 1994 1999, las provincias de la frontera sur que sufrieron el impacto de la guerra con el Perú fueron: El Oro, en la región costera, Loja en la región andina y las provincias amazónicas de Zamora Chinchipe, Morona Santiago y Pastaza. En 1999 se firmó un acuerdo de paz con el Perú, se establecieron límites fronterizos y se inicia la tarea de reconstrucción e integración a un ritmo lento. Otro factor que interviene es la inmigración creciente de trabajadores (agrícolas, construcción) y comerciantes que ven en la dolarización una oportunidad y que están siendo víctimas de discriminación.

En la actualidad el llamado “Plan Colombia, supone un riesgo a las provincias de la frontera norte, pues implica una militarización de la zona fronteriza (Sucumbíos, Napo y Orellana en la región amazónica; Carchi e Imbabura en la región andina; y, Esmeraldas en la costa). En estas provincias existen movimientos de desplazados/as y refugiados/as colombianos, y también ecuatorianos/as que son desplazados de sus comunidades, como resultado de la violencia armada y los efectos de las fumigaciones en la zona. La población colombiana empieza a ser estigmatizada amenaza para el país por su relación con la violencia, la competencia laboral y la responsabiliza de la inseguridad en las zonas. En las provincias amazónicas se complejiza más por la explotación petrolera, que es una de las principales fuentes de divisas.

Por otro lado, desde hace casi tres años, se concedió al ejército de los Estados Unidos, una base militar ubicada en el puerto de Manta (costa pacífico), lo cual implica también un riesgo de involucramiento en el conflicto armado de Colombia y el deterioro de la soberanía del Ecuador.

Otras zonas de conflicto están relacionadas con la desigualdad en la distribución de recursos, los conflictos interculturales, la organización centralizada, el regionalismo; que se expresa en el ahondamiento o surgimiento de nuevas formas de violencia. Las localizaciones principales son zonas periurbanas, sectores rurales, provincias pequeñas, un ejemplo de confluencia de estos elementos es la provincia de Esmeraldas (población afro ecuatoriana).  Como grupos de población afectados son: mujeres, jóvenes, indígenas, afro ecuatorianos, campesinos y  mestizos de estratos bajos.

6.
INSTITUCIONALIDAD CREADA PARA ATENDER LOS INTERESES DE LAS MUJERES:
6.1.
CONAMU (Consejo Nacional de las Mujeres)

Organismo creado en octubre de 1997, es una institución pública, adscrita a la Presidencia de la República, que tiene por finalidad, formular, promover y evaluar, la institucionalización de políticas públicas con enfoque de género, para garantizar a las mujeres la igualdad de oportunidades y de derechos; promover su acceso a las instancias de decisión del poder público y asegurar su incorporación a los programas y beneficios del desarrollo económico social y cultural.  En su directorio participan organizaciones del movimiento de mujeres, que existían en el momento de la creación de esta institución, entre ellas: La Coordinadora Política de Mujeres, Mujeres por la Autonomía, y el Foro de Mujeres. 

Entre otros fines, se destacan:

· Asegurar el respeto de los derechos humanos de las mujeres y el pleno ejercicio de sus derechos de ciudadanía, la eliminación de todo tipo de violencia, así como el respeto a su diversidad étnica y cultural.

· Proponer el marco jurídico adecuado que garantice a las mujeres, el pleno ejercicio de sus derechos y su aplicación.

· Obtener información sobre el cumplimiento de convenios, tratados y convenciones internacionales referentes a los derechos de las mujeres y las niñas, ratificados por el estado ecuatoriano, y solicitar la ratificación de aquellos que lo hubieren sido.

En materia de derechos sexuales y reproductivos, el CONAMU, a través de sus diferentes áreas técnicas,  principalmente de violencia, educación y salud, ha propiciado una interacción con las instituciones públicas, difusión e inclusión en los diferentes programas y proyectos, y algunas de las leyes aprobadas partir de su creación; según la ley de maternidad gratuita, tiene la obligación de convocar y asesorar técnicamente a los Comités de Usuarias/as, organismos de la sociedad civil, veedores del cumplimiento  de la ley.

6.2.
COMISIÓN DE LA MUJER, EL NIÑO, LA FAMILIA DEL CONGRESO NACIONAL

Esta comisión fue creada para promover, legislar y vigilar el cumplimiento de la normativa que protege la equidad de género, los derechos de la mujer, de la niñez y la familia.

En materia de derechos sexuales y reproductivos, la comisión lideró un trabajo con organizaciones de mujeres e instituciones públicas y privadas (ONG’S), para incorporar los derechos sexuales y reproductivos reconocidos en la Constitución de la República de 1998, en las leyes secundarias, como código penal, código de salud, ley de seguridad social, ley de educación, etc. Impulsó la ley de salud sexual y reproductiva, la misma que fue aprobada luego de fuertes debates en el Congreso Nacional, en el año 2002, pero vetada totalmente por el Presidente de la República de esa época, el Dr. Gustavo Noboa.

6.3
COMISARÍAS DE LA MUJER

Estas Comisarías, creadas con la Ley contra la Violencia a la Mujer y a la Familia, en 1994, actualmente existen en 21 – de las 22- provincias del país. Toman medidas preventivas y correctivas a favor de la integridad física, sexual y emocional de la mujer y la familia. En materia de derechos sexuales, sanciona las contravenciones que constituyan violencia sexual.

6.4.
OFICINA DE DEFENSA DE LOS DERECHOS DE LA MUJER EN LA POLICÍA –ODMU-

Esta instancia colabora directamente con las Comisarías de la Mujer, especialmente en la ejecución de las medidas de amparo, dictadas por esas instancias.

6.5. 
COMISIÓN PERMANENTE DE LA MUJER Y LA FAMILIA DEL MUNICIPIO DE QUITO

Introduce el tema de los derechos de la mujer en la agenda del municipio de Quito. Se creo el centro de atención “Las tres Manuelas”, para atención legal y de salud de mujeres, adolescente y niños/as.

Otros municipios del país igualmente han creado direcciones, oficinas o programas de la mujer.

6.6 
DIRECCIÓN NACIONAL DE DEFENSA DE LOS DERECHOS DE LAS MUJERES, LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA, DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO

Esta instancia reemplaza a la Defensoría Adjunta de la Mujer y la Niñez, y tiene como objetivos, entre otros:

· Difundir y promover los derechos de las mujeres, niños/as y adolescentes, consagrados en la Constitución y en instrumentos internacionales,

· Defender el respeto y cumplimiento de los derechos de las mujeres, niños/as y adolescentes, frente a los abusos y transgresiones cometidas desde el sector público o privado,

· Sumar esfuerzos con el Defensor del Pueblo, con las otras direcciones de la Defensoría, a nivel nacional; y, con las Defensorías provinciales, para lograr su cometido.

7.
MUJERES Y SITUACIÓN CONYUGAL.

	POBLACIÓN FEMENINA DE 12 AÑOS Y MÁS, POR ESTADO CIVIL O CONYUGAL,

	SEGÚN HIJOS NACIDOS VIVOS Y PROMEDIO DE HIJOS POR MUJER

	CENSO 2001

	 
	ESTADO CIVIL O CONYUGAL

	
	UNIDAS
	SOLTERAS
	CASADAS
	DIVORCIADAS
	VIUDAS
	SEPARADAS
	NO DECLAR.

	TOTAL MUJERES
	802.563
	1.588.644
	1.628.067
	79.303
	258.469
	177.489
	7.395

	TOTAL DE HIJOS
	2.522.436
	585.143
	5.775.923
	214.815
	1.405.923
	588.450
	7.623

	PROMEDIO DE HIJOS
	3,1
	0,4
	3,5
	2,7
	5,4
	3,3
	1,0


Fuente: INEC. VI censo de Población. 2001. www.inec.gov.ec

	UNION DE HECHO Y MATRIMONIO:

Unión de hecho:  20%.

Matrimonio:         mas de 28%. 

Grupo de edad de  15- 9 años: Unión de hecho 9.4% 

                                                     Matrimonio  7.4%.
	DIVORCIO Y SEPARACIÓN:

Grupo de edad 45 - 49 años:  15.3%   

Grupo de edad 15 - 24 años:  divorcios casi inexistentes

Zona rural: 5.1%   Zona urbana:  10.6%

Instrucción superior: 10.1% Ninguna instrucción 6.8%.




Elaboración: Zaida Betancourt

La información revela una tendencia fuerte, es el incremento de jefaturas femeninas, como uno de los rostros de profundos cambios en la organización y funcionamiento de la familia, provocados por la presión de la crisis económica.  Faltan estudios a profundidad sobre estos aspectos y no se encontró información relacionada a situación económica.

8.
TASA DE FECUNDIDAD POR EDAD Y REGIÓN

En Ecuador la tasa global de fecundidad (TGF) de las mujeres de 15 a 49 años, para el período 1994-1999 (marzo de 1994 a febrero de 1999), fue de 3.3 % por mujer, lo cual representa un descenso de 0.3 hijos por mujer con relación a la TGF de 3.6 % en el período 1989 1994; y, un descenso de 0.5 por mujer con relación a la TGF, en el período 1984 1989. En los últimos 10 años el descenso se ha concentrado en las edades de 25 a 24 años. Se puede apreciar, que el descenso de la fecundidad entre los períodos 1989-94 y 1994-99 fue muy similar en el área urbana y la rural (0.2 y 0.3 hijos por mujer respectivamente). 

La TGF por áreas es la siguiente:

Amazonía:
5.5 hijos/as por mujer

Sierra:

3.0 hijos/as por mujer

Costa: 

3.0 hijos/as por mujer

Insular:

2.3 hijos/as por mujer

Zona urbana:
2.8 hijos/as por mujer

Zona rural:
4.4 hijos/as por mujer

9. 
TASA  DE MORTALIDAD MATERNA:

Se calcula que 1 de cada 149 mujeres en edad fértil, muere por causa del embarazo, parto o postparto. Hay una estrecha relación entre las condiciones socioeconómicas de las mujeres y la mortalidad materna, puesto que solo el 15% de las mujeres que murieron por causas maternas tenían acceso a servicios básicos en su vivienda. Algo más de la mitad de ellas, no fueron atendidas en el período prenatal por falta de dinero, para pagar las consultas o por falta de dependencias médicas, una proporción similar, no había terminado la primaria y una de cada diez mujeres, era analfabeta. Además un 70% de las madres muertas eran solteras o con relación de dependencia inestable.

En 1996, las principales causas de muertes maternas en el Ecuador son:

· Toxemias en el embarazo

 
23.0 por 100.000 nacidos/as vivos/as

· Hemorragia del embarazo y del parto
16.6 por 100.000 nacidos/as vivos/as

· Aborto




  4.1 por 100.000 nacidos/as vivos/as

· Complicaciones del puerperio

  3.0 por 100.000 nacidos/as vivos/as

· Causas obstétricas indirectas

  0.4 por 100.000 nacidos/as vivos/as

· Otras causas



  0.4 por 100.000 nacidos/as vivos/as

No hay información desagregada por sector y edad.

Según el criterio de los expertos del Sistema Integrado de Indicadores Sociales del Ecuador, SIISE, es que, “la mortalidad materna, es difícil de medir, de modo confiable, los sistemas de información son deficientes y no registran adecuadamente los acontecimientos vitales, muchas muertes maternas quedan sin registrar, especialmente en las poblaciones rurales, en muchos casos el origen obstétrico, es encubierto por la consecuencia final que produce la muerte, por ejemplo, accidente hemorrágico”

10.
TASA DE MORBILIDAD DE MUJERES

En 1997, la tasa de morbilidad por afecciones obstétricas directas fue de 141.1 por cada 10 mil habitantes, mientras que la tasa de aborto, fue de 34.3 por 10 mil habitantes. Las cinco principales causas de morbilidad de las mujeres fueron: afecciones obstétricas, aborto, enfermedades infecciosas intestinales, enfermedades del aparato urinario y fracturas, a diferencia de los hombres cuyas cinco principales causas fueron: enfermedades infecciosas intestinales, fracturas, hernia de la cavidad abdominal, enfermedades del aparato urinario y neumonía
 Estas cifras confirman que las principales causas de enfermedad de las mujeres están estrechamente relacionadas con la reproducción.  No se encontró información actualizada desagregada por sexo.

11.
TASA DE ABORTO

El aborto constituye una complicación primaria del embarazo, que puede provocar la muerte de la mujer en los últimos años, los porcentajes de muerte por aborto en mujeres, de 15 a 49 años, ha sido del 0.14% en 1994, 0.15% en 1995 y del 0.08% en 1996.
  La muerte materna puede ocurrir por la hemorragia o por la infección en casos de aborto incompleto, o debido a la intención para provocarlo, la muerte es posible si la mujer no recibe atención médica y hospitalización o si acude a un centro de salud con una sepsis generalizada.

Según el informe del Estado a la CEDAW 1990-1998, hay elevado índice de abortos en adolescentes. Así, en Guayaquil en 1997, la cifra de abortos en adolescentes embarazadas arroja un resultado del 40%, de la misma manera existe, un 10% de adolescentes presionadas por la familia para abortar. Se registra un índice del 17.15% de abortos, en menores de 15%, a la vez que se registra, un alto porcentaje (urbano 87.7% y rural 63.8%).
El problema de subregistro de abortos es alto, especialmente porque no se cuenta con datos sobre prácticas de abortos en la clandestinidad, que son la mayoría. Los datos existentes pertenecen a los datos registrados por egresos hospitalarios.

12.
POBLACIÓN ESTIMADA CON VIH/SIDA:

La tasa de población icon SIDA, según estadísticas epidemiológicas del Ministerio de Salud Pública (1990 –1999 ), en el país, la tasa por cada 100 mil habitantes ha ido incrementándose de la siguiente forma:

1995 0.9 por cada 100.000 habitantes

1996 1.6 por cada 100.000 habitantes

1997 1.2 por cada 100.000 habitantes

1998 1.3 por cada 100.000 habitantes

1999 2.2 por cada 100.000 habitantes

Esta tasa se ha calculado en base, al número de casos de SIDA diagnosticados y reportados en un determinado año, al sistema de registro de enfermedades, de notificación obligatoria del Ministerio de Salud Pública.
 En cuanto a la relación hombre/mujer, entre 1985 y 1989, había 10.15 hombres por cada mujer con VIH/SIDA,  entre 1990 y 1998, esta relación cambió a seis hombres por cada mujer. En septiembre de 1998, había 1773 personas con VIH/SIDA, de las cuales el 42.3% correspondía a población heterosexual, el 27.9% a homosexuales, el 27.2% a bisexuales y 4.6% a trabajadoras sexuales. Lo que significa una mayor incidencia del VIH/ SIDA, en la población heterosexual. La mayoría de personas afectadas, es decir, el 89.4% están en edad reproductiva (15 y 50 años), de estos 13.2%, está entre los 15 y 24 años (en tendencia a aumentar), el 93.3% contrajo el virus por contacto sexual.
 . La población afectada es víctima de discriminación y existen serias limitaciones con los programas de atención.

Según el informe de desarrollo humano del 2003, durante el año 2000 se reportaron 663 casos y se estima en 19.000 las personas afectadas. El 64.9% están en Guayas, el 9,7% en Pichincha y el 7.4 en Manabí.  El 60.6% de casos es en población heterosexual y la gran mayoría, un 90% no sabe que viven con VIH.

13.
TASA DE CRECIMIENTO DE EMBARAZOS ADOLESCENTES:

Según datos arrojados de la Encuesta de Condiciones de Vida de 1998,  en ese año, la población adolescente era de 596.254 (15 – 19 años), de las cuales un 9.8% estaban embarazadas.  Según la Fundación Internacional para la Adolescencia (FIPA),  el Ecuador ostenta la tasa más alta de embarazo adolescente en América Latina, después de República Dominicana, existiendo en el país cerca de 350 mil madres adolescentes.  Según el Censo del 2001, las mujeres entre 15 y 19 años llegan a 623.444. No se encuentra información desagregada por áreas, ni sector socioeconómico.  De acuerdo a información desde los medios y personas relacionada a este campo, el embarazo en adolescentes va en aumento y tiene relación con los niveles de educación, condiciones de vida, la migración y los profundos cambios en la organización y funcionamiento de la familia.

14.
EDAD PROMEDIO DE INICIO DE RELACIONES SEXUALES:

La edad promedio de inicio de relaciones sexuales a nivel nacional es de 16.6 años. El porcentaje con experiencia sexual presenta una relación inversa con el nivel de instrucción,  bajando de 63.1% en las mujeres sin ninguna educación formal, a 27.4% entre las que alcanzan el nivel superior. La probabilidad de haber tenido relaciones es mayor en las áreas rurales 46.2% comparado a 41.9% en las áreas urbanas y en la amazonía 51.3%. Existen  pequeñas variaciones vinculadas a la práctica religiosa, entre el 51.8% de mujeres que no profesan una religión y el 31.3%., que tiene algún tipo de religión
. Cualitativamente se ubica la tendencia de disminución de la edad de inicio de la vida sexual y no implica un mayor uso de métodos contraceptivos.

15.
NUMERO DE VIOLACIONES DENUNCIADAS:

La Dirección Nacional de la Policía Judicial, reportó un promedio anual de 177 denuncias de delitos sexuales, presentadas entre 1995 y 2000, estos delitos son: atentado al pudor, estupro, intento de violación, rapto y violación. Hay que destacar que las denuncias por violaciones sexuales, representan casi el 50% de los delitos cometidos contra mujeres, durante los cinco años; le siguen en significación el rapto y el intento de violación.
. No se encontró información sobre parentesco del agresor con la víctima. Cabe mencionar que la mayor parte de agresiones no son reportadas, especialmente aquellas que ocurren en el ámbito familiar y que es un tema con poco aceptado e interiorizado en las mujeres.

16.
TASA DE ANALFABETISMO

La tasa de analfabetismo de la población mayor de 15 años, por áreas geográficas y grupos de edad, para el año 1998, es la siguiente:

	Grupo de edad
	URBANA

MUJERES
	URBANA

HOMBRES
	RURAL

MUJERES
	RURAL

HOMBRES
	NACIONAL

MUJERES
	NACIONAL

HOMBRES

	15  a 24
	1.9
	1.5
	4.7
	4.5
	3.0
	2.7

	25 a 39
	2.5
	1.9
	13.3
	6.9
	6.2
	3.8

	40 a 64
	10.1
	5.0
	32.5
	23.4
	19.4
	13.1

	65 y más
	29.9
	16.1
	56.1
	42.0
	42.7
	30.3

	TOTAL
	6.3
	3.6
	21.1
	14.8
	12.1
	8.3


Es clara y persistente la tendencia de mayor analfabetismo en mujeres, especialmente rurales, y de manera importante en mujeres indígenas y afro ecuatorianas.

17.
PORCENTAJE DE POBLACIÓN CUBIERTA CON SERVICIOS DE SALUD REPRODUCTIVA:

En 1999, el 80% de mujeres recibió atención prenatal con porcentajes menores en la zona rural (70.8%) y en el grupo socioeconómico bajo (74.1%), la atención del parto institucional que en la zona urbana está cerca del 90%, en la zona rural no alcanza el 50%, lo que se relaciona con formas culturales propias, que sostienen y mantienen prácticas ancestrales de salud reproductiva y con diferentes aspectos que inciden en los límites de acceso, como son: falta de educación, distancias geográficas, condiciones críticas de vida, especialmente económicas y de manera importante el que las mujeres priorizan la atención a los demás que a si mismas . Apenas un 36% acceden a control de posparto. Es inicial la implementación de programas específicos para madres adolescentes.

El parto por cesárea tiene el 19.9% a nivel nacional. La detección oportuna del cáncer cérvico-uterino, se ha realizado en un 20% de mujeres, existe una baja cobertura en mamografía y auto examen. El conocimiento de métodos anticonceptivos es alto, y está alrededor del 95.3% (99% urbana y 89.7% rural) y el uso ha ido en aumento, en 1999, el porcentaje es 66.3% a nivel nacional y es mayor en la zona urbana (71.2%) que en la zona rural (58.4%). Además el uso es mayor en la costa (68.4%) que en la sierra (64.1%). Se establece un 46.8% de mujeres fecundas, no esterilizadas, que no desean más hijos. 

El método más utilizado es la esterilización femenina (23.1%), seguido por la píldora (11.2%), el DIU (10.4%). En porcentajes de 7.7% (ritmo) y 6.3 (retiro). La vasectomía tiene un porcentaje mínimo de 1.4%.

De acuerdo con las Encuestas de Condiciones de Vida 1994. 1999, más de la tercera parte de las mujeres usuarias de la esterilización, casada o unidas de 15 a 49 años, se había esterilizado a la fecha de las encuestas. El registro porcentual, es similar para las dos fechas, la variación de manifestaciones entre estos dos períodos es mínima. Se puede afirmar que la situación en torno a la esterilización femenina ha permanecido estable en la última década del pasado siglo. Las principales modificaciones, acontecen en las zonas rurales de la sierra, descenso de 4 puntos que es compensado por un aumento de 6% de las zonas rurales de costa.

Según el nivel de instrucción para 1999, los mayores porcentajes de esterilización femenina, se dan principalmente en mujeres con bajos niveles de instrucción, así: en mujeres sin ninguna instrucción o con primaria los porcentajes son del 46.7% y 48.8% respectivamente; confirmando una situación inversa con la prevalencia anticonceptiva, en la cual las mujeres con mayores niveles de instrucción son las de mayor prevalencia, hacen excepción las mujeres con instrucción superior, que entre las dos encuestas incrementan 6 puntos porcentuales.

B.
CONTEXTO POLÍTICO Y ACTORES

El sistema político ecuatoriano se basa en una democracia representativa formal, que no contribuye a la construcción de un Estado Social de Derecho. De otra parte, hay carencia de un proyecto nacional incluyente que permita acordar y desarrollar políticas de estado continuas. Las problemáticas derivadas de estos hechos, se expresan principalmente en: falta de gobernabilidad; constante activación de pugnas entre poderes ejecutivo, militar, judicial y legislativo; burocratización, corrupción e ineficiencia administrativa de las instituciones públicas y privadas. El sistema político y la institucionalidad han perdido legitimidad, la crisis es recurrente y la impunidad generalizada represa y potencia la violencia social.

La crítica situación económica de la última década, ahondada por los gastos ocasionados por el conflicto bélico con Perú en 1995; la pérdida de productividad de las zonas afectadas por el fenómeno del Niño en 1997-1998 y la disminución de fondos públicos por los bajos precios del petróleo en 1996 y la implementación de medidas de corte neoliberal, desencadena una serie de convulsiones políticas y sociales, que cobran su máxima expresión en 1997 y se mantienen hasta la fecha. 

En febrero de 1997, las protestas y movilizaciones ciudadanas destituyen al presidente Abdalá Bucaram. En 1998, bajo el gobierno interino de Fabián Alarcón, se agudiza la crisis económica y posteriormente, en el gobierno de Jamil Mahuad, fue incontrolable. En 1999, la implementación de políticas que favorecían al sector financiero y a la elite económica y política del país, como el congelamiento de los depósitos y ahorros de la población, la devaluación acelerada de la moneda nacional y la dolarización llevaron a inicios del 2000 a un levantamiento indígena y de algunos sectores populares y militares que desembocó en la salida del presidente, la conformación por pocas horas de un triunvirato (21 de enero) y finalmente asume la presidencia de la República el Vicepresidente Gustavo Noboa, quien concluye el período previsto.

Los hechos del 21 de enero, se reflejarán en la nueva contienda electoral del 2002 en la que triunfa Lucio Gutiérrez que representaba la alianza entre organizaciones indígenas, populares y militares; para agosto del 2003 se rompe la alianza.

Entre los principales actores  que han incidido en el Estado, se identifican:  

. El sector oficial de la Iglesia católica ha jugado un doble papel: la legitimación del orden y prácticas conservadoras y la mediación en conflictos que ponen en riesgo la estabilidad democrática; mientras que el sector progresista, contribuye a la creación de comunidades de base, para mejorar las condiciones de vida de algunos sectores empobrecidos. 

. Las Fuerzas Armadas, con gran influencia en la vida del país, a partir del 1979 en que el país retorna a la democracia, operaron no sólo como fuerza de seguridad nacional, sino como entidad de desarrollo social en recintos indígenas y campesinos, y como fuerza que dirime informalmente en algunos momentos de crisis del país. A raíz de la firma de la paz con Perú, viven unos años de replanteamiento de roles y restricciones económicas; actualmente tienen fuerte presencia en el control de la frontera norte (implementación del Plan Colombia) y en la seguridad interna por el crecimiento de hechos delincuenciales. En el episodio del 2000 intervinieron con dos posiciones: la de mandos medios y la de la alta oficialidad que terminó imponiéndose. 

. La elite económica que se estructura en cámaras y asociaciones de comercio, industria, agricultura, ganaderos,  exportadores, de la construcción, de la banca, entre otras, participa en el diseño de políticas económicas, sociales y marcos legales, tiene gran influencia en los partidos políticos, los gobiernos, las fuerza armadas y poder judicial. Una parte de la deuda externa del país se debe a los intereses económicos de este sector.

. Los partidos políticos, independientemente de su adscripción ideológica y programática, tienen un  componente populista, clientelar y excluyente. La gran tendencia en sus actuaciones está guiada por visiones cortoplacistas, de réditos para su grupo y corrupción, esto se manifiesta en el accionar de las distintas carteras de estado,  Congreso Nacional, Gobiernos Provinciales y Municipios; así como en la relación entre estas instancias. Sus agendas han contemplado parcialmente las reivindicaciones de: mujeres, niñez, ambiente, derechos humanos; y lo han hecho con la mira de captar clientelas y no perder protagonismo. Cabe señalar que la experiencia de algunos municipios (autodenominados alternativos), realizan esfuerzos por superar dichas tendencias. 

Los partidos Conservador y Social-cristiano, principalmente defienden los intereses de los sectores económicos más poderosos del país, especialmente de la Costa, lo que explica la hegemonía del social-cristianismo. Su popularidad entre la mayoría empobrecida es equiparable a la que tiene el Partido Roldocista Ecuatoriano.

.  Por otra parte, y en medio del deterioro del sistema partidario, cobran protagonismo los nuevos movimientos sociales. Estos nacen de iniciativas ciudadanas que buscan cambios reivindicativos y culturales. Destacan indígenas y mujeres. 

El movimiento indígena aglutinado y representado por la CONAIE busca el reconocimiento de sus particularidades. Han incorporan en su reivindicación  temas como: la pobreza, el desarrollo, la gobernabilidad, la corrupción y la  crisis económica; y desde allí, establecen alianzas con otros sectores sociales. Su capacidad en la producción de propuestas, movilización y convocatoria, le constituyen como un actor central a partir de 1990 y sus logros se verán materializados de manera importante en la Reforma de la Constitución de 1998.

Su intervención en el ámbito político, principalmente desde el partido Pachacutik y otras alianzas con partidos y movimientos sociales, es creciente, en los últimos comicios locales obtuvieron 11 alcaldes y 35 concejales en varios municipios del país. Durante los 6 meses anteriores fueron parte de la alianza gubernamental y aspiraron a un co-gobierno, destacando su presencia en dos Ministerios claves: de Relaciones Exteriores y De Agricultura y Ganadería, tradicionalmente reservados para sectores de élite.
El movimiento de mujeres tiene raíces de reivindicación política, social y de identidad, con diversas formas de participación e incidencia en políticas y legislación nacionales y en programas sociales locales. Se caracterizan y diferencian de otras organizaciones sociales por su carácter no sólo reivindicativo sino de construcción de propuestas con equidad de género.  Por su acción, el tema de la discriminación de las mujeres ha tomado importancia en el discurso y la planificación del Estado.  

Este movimiento alcanza sus mayores logros a partir de los 90.  En 1995, se aprueba la Ley contra la violencia a la Mujer y la Familia. En 1997, se aprueba la Ley de Amparo Laboral que permite mayor participación política de las mujeres, pues  fija una cuota (30%) de postulación de mujeres en las contiendas electorales y  establece normas que favorecen a la mujer en el tema laboral y de acceso a la función judicial. Actualmente, a pocos meses de la convocatoria a elecciones presidenciales y otras dignidades, el movimiento de mujeres está impulsando, una reforma a la ley que fija cuotas electorales, a fin de que la participación se eleve del 30% al 50%. Reformas a leyes como: Código Penal, Código de Procedimiento Penal, entre otras.

En 1998 el movimiento de mujeres junto a otros organizaciones sociales relacionados con minorías sexuales, como homosexuales y lesbianas, lograron el reconocimiento de importantes derechos sexuales y reproductivos en la Constitución Política de la República
Movimientos de derechos humanos, ambientalistas y minorías sexuales han tenido impactos temporales. No obstante,  que las minorías sexuales alcanzaron la despenalización de los homosexuales en 1997. 

La presencia de los diversos movimientos explican el hecho, de que la Constitución de 1998 recoja derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales a favor de mujeres, indígenas, jóvenes y minorías sexuales y que el Estado reconozca la exigibilidad por igual de todos estos derechos.

.  También las ONGs son un actor importante, puesto que la mayor parte de la emergencia de nuevos movimientos sociales tiene alta relación con los debates, temas propuestos y agendas que impulsan dichas entidades.

.  Finalmente, cabe mencionar como actores con incidencia a los medios masivos de comunicación, quienes han jugado un papel importante en la producción y difusión de información, cuya selección y/o énfasis, contribuyen de manera diferencial al tratamiento de problemáticas y generación de comportamientos.  

Si bien algunos de los actores mencionados -movimientos sociales y sectores que ostentan el poder económico, político y religioso- se ubican en una relación entre elites y sectores tradicionalmente subalternizados, no existen posturas homogéneos y la conflictividad se expresa en formas y espacios distintos.  Delimitando al campo de los derechos sexuales y derechos reproductivos, los distintos actores han sido claves pues sus accionares tienen relación con ámbitos claves como la familia, la democracia y el desarrollo. Si bien hay diferencias internas, como tendencia se observa que las concepciones y prácticas que impulsan los sectores elitarios siguen siendo conservadoras, mientras que aquellas que provienen de los movimientos sociales y la ONGs, buscan ser transformadoras; las primeras tienen mayor predominio que las segundas y los cambios operados no implican cambios sustanciales en la vida cotidiana.

En balance, si bien a partir de los años 90s, los temas de los derechos sexuales y derechos reproductivos logran posicionarse e incluir reformas legales, Para las agendas de casi todos los actores mencionados, es una temática secundaria. Los campos de mayor interés se ubican en lo económico, político y cultural; la sexualidad y la reproducción solo son prioritarias en las instancias que tratan el tema de manera específica y en temas como control de la natalidad y la preservación de las instituciones como la familia o el matrimonio.

El período de estudio es significativo, respecto de años anteriores, en tanto registra varios cambios en el marco jurídico, políticas y programas de corte progresista y de defensa de los derechos; sin embargo, el período es inicial en tanto desarrollo de las experiencias y la trascendencia esperada.

C.
CONTEXTO ECONÓMICO

La economía del país desde la década de los 80s viene implementando, paulatinamente, políticas económicas de corte neoliberal, las cuales cobran cuerpo durante los 90s. Las preocupaciones centrales de los distintos gobiernos de turno fueron: el pago de la deuda externa, control del proceso inflacionario, mejora de índices macroeconómicos,  control del déficit fiscal y  el aumento de la reserva monetaria internacional.

La economía se orienta hacia el libre mercado, se promueve la inversión de capital extranjero, la flexibilización laboral, las exportaciones -especialmente de productos primarios y manufacturados como banano,  camarón, madera, flores-. En el contexto del ALCA, se impulsa la eliminación de las barreras arancelarias y creación de zonas francas. Se refuerza la reducción del tamaño del Estado a través de la privatización de empresas estatales y la disminución del número de asalariados públicos. Se desarrolla una política de precios “reales”, a través de la eliminación de subsidios.  La injerencia del FMI es alta y evidente.

Paralelamente a estas políticas se implementa un programa de reforma al marco jurídico del Estado para facilitar la ejecución de las políticas mencionadas.

Desde 1995, bajo la administración de Sixto Durán se enfatiza en la modernización del Estado, disminuyendo el número de empleados públicos y se inicia el debate por la privatización de empresas estatales como INECEL, EMETEL. El tema de la descentralización cobra importancia.

Durante el corto gobierno de Mahuad, la crisis económica y política se expresa plenamente. Se aplicó un  programa de reforma fiscal (incremento de impuestos), el congelamiento de depósitos bancarios, la dolarización y la imposición de medidas económicas de “shock. La dolarización tenía como objetivos: recuperar la credibilidad, controlar la inflación y las continuas devaluaciones de la moneda nacional, y frenar las emisiones inorgánicas de moneda.  Implicó dejar fuera de circulación a la moneda nacional a raíz de una drástica devaluación (25.000 sucres por dólar).

El congelamiento de los depósitos bancarios significó solo el inicio de un una larga intervención estatal para evitar que el sistema financiero colapse y que representó al país ingentes sumas de dinero; por ejemplo, en el cierre del Filanbanco, la institución más grande del país, el Estado “invirtió” alrededor de 1.200 millones de sucres tratando de sacarlo a flote.   

Desde 1997 hasta la fecha es un período, en que la emigración se constituye en una de las más claras muestras del impacto de la crisis, provocando una serie de procesos de cambio en la organización familiar y organización productiva.  CEDATOS, en 1999, confirmaba que el 36% de los hogares, manifestaron que al menos uno/a de sus miembros/as ha cambiado de domicilio o ha salido del país para buscar empleo. Se considera que en los últimos dos años, entre 300 mil y 600 mil han salido del país. El principal destino de los/as ecuatorianos/as, es España.

Un ejercicio comparativo permite evidenciar la dimensión de esta problemática. Si comparamos el número de migrantes registrados por la Encuesta de Condiciones de Vida de 1999, que asciende a 1 millón 220 mil 664 personas mayores de 10 años, con los datos proporcionados sobre PEA, por el censo de 1990 con proyección a 1999, tendríamos una cantidad de migrantes equivalentes al 36,68% de la población económicamente activa.

Para garantizar una provisión suficiente de dólares, se está incentivando las exportaciones de rubros tradicionales y nuevos, pero sin mayor resultado. Por períodos, la subida del precio del petróleo a nivel internacional mitiga el déficit fiscal. Para concretar esta  política, se aprobó la  Ley de Transformación Económica(trole I) y la Ley para la Inversión y Participación ciudadana (trole II), esta última que a su vez reforma 31 cuerpos legales. Las remesas de los migrantes constituyen actualmente la segunda fuente de divisas, luego del petróleo (1.500 millones en el 2002).

Alberto Acosta afirma que las medidas de ajuste combinan políticas gradualistas ortodoxas y heterodoxas con medidas sociales, puntuales y emergentes, destinadas a aliviar la pobreza. Así se tiene el bono solidario (creado en 1998) y el pequeño incremento de salarios para empleados públicos y privados y de pensión para los jubilados en el 2000.

La dolarización significó el empobrecimiento de amplios sectores, la desventaja competitiva con los países de la región, fuertes desplazamientos al interno, en la región y principalmente hacia los países del norte. Conjuntamente con las medidas en torno al ALCA y el Plan Colombia, la economía y política ecuatoriana se encuentra en una alta fragilidad cuyas consecuencias aún son imprevisibles. Todo esto, ha significado un profundo deterioro de la calidad de vida de los-as ecuatorianos-as.
D.
PROCESOS DE REFORMA ESTATAL / SECTORIAL
La denominada “modernización del Estado” se realiza en una contradicción, desde una tendencia mundial de privatización y desde una tendencia local que necesita procesos de descentralización en pro de una mayor articulación entre el Estado y la sociedad civil.

Las reformas legales emprendidas en los últimos años, específicamente la carta constitucional de 1998,  constituyen avances en el reconocimiento de los derechos; faltando la implementación de mecanismos de operativización de lo consignado en la Constitución. Sin embargo, dichas reformas, no han sido suficientes para concretar la transformación institucional y de gestión que el país requiere para lograr un sistema de salud social integrado y coordinado a nivel interinstitucional.  Varios de los programas de reforma que implican efectos y resultados a mediano y largo plazo dependen de la voluntad política de las sucesivas administraciones.

El proceso de privatización total no se ha implementado; por ejemplo, la venta de todas las empresas de energía eléctrica fracasó por la oposición de los gobiernos seccionales de la sierra, accionistas mayoritarios en las empresas eléctricas de la región; sin embargo, en la costa parece ser que el proceso culminará. Así mismo, la ley que “modernizaba” el Instituto Nacional de Seguridad Social, y que planteaba el traspaso de la administración de fondos a empresas privadas, fue declarado inconstitucional en este mes de mayo. Dejando así inconsistente, el proceso. 

No existe un programa de reforma social global, y han surgido varios programas sectoriales, que se destacan a continuación:

En salud, el Proyecto de Fortalecimiento y Ampliación de los Servicios básicos de salud (FASBASE)  implementado por el Ministerio de Salud con apoyo económico del Banco Mundial entre 1992 y 2001. Desarrolló el enfoque de atención primaria; apoyó la desconcentración de los servicios de salud; y emprendió reformas legales, organizativas y  presupuestarias a fin de viabilizar el manejo de recursos a nivel local con criterios de focalización.

Actualmente, se desarrolla el proyecto  MODERSA, con resultados  incompletos no sólo por la continuidad, sino porque se estructuran como programas paralelos a la cartera de salud.
Maternidad gratuita: a pesar de la existencia de la ley desde 1988 y de la expedición de su reglamento en junio del 2002, su ejecución hasta la fecha es incompleta, la falta de presupuesto es el mayor limitante para realmente garantizar la atención gratuita en las prestaciones de salud reproductiva para las mujeres. Actualmente inicia su operativización en 5 municipios del país. Implica también un modelo descentralizado y de reforma del sector salud de carácter universal.  Protege a las mujeres en el embarazo, parto y puerperio; brinda asesoría y atención en regulación de la fecundidad y planificación familiar; y cubre la detección oportuna de cáncer cervicouterino.
En educación, “Redes Amigas” desde 1992, busca el mejoramiento educativo en el sistema básico de niñas y niños de hasta 14 años de edad de las zonas rurales, con un enfoque integral, cambia el protagonismo de los maestros a los alumnos, en el marco de procesos de descentralización y participación. 

El EB/PRODEC en convenio con el Banco Mundial implementó la reforma curricular a nivel del aula.  Opera a través de los centros educativos (CEM) en las zonas marginales urbanas. Inició en 1992 y finalizó en 1999.     

En bienestar social, el Programa “Nuestros niños” se creó para fortalecer la calidad, coordinación y cobertura de los programas de cuidado infantil con relativo éxito. Su implementación toma en cuenta  los centros de cuidado infantil existentes, tanto del Ministerio de Bienestar Social como del Ministerio de Educación.

Este programa tiene como objetivos, proveer a niños y niñas pobres un cuidado y  facilitar a las madres un trabajo. Estos programas son limitados en cobertura y calidad. Un nuevo programa plantea ampliar la cobertura a un 30% de la población objetivo.  

En la seguridad social, los servicios de salud brindados sufren deterioro, a pesar de que en 1998, existían 2 millones 239 mil personas afiliadas.  Entre 1996 y 1997, el Estado ha ensayado varias propuestas para privatizar la seguridad social, lo que se ha evitado por la resistencia de los afiliados/as al seguro social campesino. En la actualidad está vigente la nueva ley de seguridad social, la misma que ha sido impugnada por inconstitucional en algunos artículos que afectan los principios constitucionales de solidaridad, universalidad y del Seguro Social como la única institución encargada del Seguro General Obligatorio. 

El bono solidario, creado en 1998, para compensar con dinero en efectivo la eliminación del subsidio al gas doméstico y la electricidad. Durante el período de crisis actual, se ha transformado en un mecanismo de protección social para un 40% de hogares que perciben esta contribución mensual. Su debilidad es una focalización no precisa.  El actual gobierno lo denominó “bono de desarrollo humano” y aumento su valor según grupos, llegando a $15 mensuales.

Está dirigido a: madres de familia con al menos un hijo menor de 18 años con ingreso familiar inferior a 40 dólares mensuales, no afiliadas al seguro social;  personas mayores de 65 años que tengan ingreso no fijo y menor a 40 dólares. En 1999, se incorporan  personas entre 18 y 65 años con un 70% de discapacidad.  El requisito de no ser afiliada al seguro social, para recibir el bono perjudica enormemente a las mujeres trabajadora domésticas, pues para poder acceder a ese subsidio económico, renuncian a su derecho de afiliación al seguro social, por lo tanto el bono contribuye a empeorar las condiciones laborales de las mujeres de escasos recursos económicos.

El bono representa entre el 25 y 50% del salario que recibe una empleada doméstica,  en general no contribuye a la reducción de la pobreza, mantiene una lógica asistencial y de mitigación de algunos efectos sociales lo que redundaría en una forma de control de estallidos sociales por la pobreza extrema.

En suma, los procesos de reforma y las iniciativas implementadas se mueven en la contradicción de un Estado que jurídicamente se plantea como una democracia basada en el respeto y garantía de los derechos humanos, a la par que los gobiernos de turno implementan medidas para transformar el Estado benefactor en un Estado neoliberal cuyos efectos deteriora drásticamente la calidad de vida y por tanto los derechos de las personas. Las responsabilidades del Estado ya son asumidas en gran parte por el sector privado, la ONGs, organismos multilarales, movimientos sociales y la propia ciudadanía.

E.
DESARROLLO DE LOS DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS
La suscripción de varios instrumentos internacionales, la participación del país en foros internacionales y la influencia que han ejercido los movimientos de la mujer, la niñez y la juventud, han permitido algunas conquistas importantes tanto a nivel legislativo como en la formulación e implementación de políticas públicas relacionadas con derechos sexuales y  derechos reproductivos.

· En la década de los 90s, se iniciaron programas pilotos de salud sexual y reproductiva en servicios para adolescentes en las maternidades de Quito y Guayaquil y los Centros Juveniles Integrales de Esmeraldas y Riobamba. Fueron ejecutados en coordinación con ONGs vinculadas a jóvenes escolares y no escolares. 

· En 1995, se expidió la Ley de Fomento, Apoyo y Protección a la Lactancia Materna.  Esta ley, compatibilizada con la Ley de Maternidad Gratuita (expedida en 1994) se está operativizando en 5 municipios del país con el INNFA, CONAMU, MSP, AME, AMUME y diversos proyectos locales. 

· En 1995, se expidió la Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia, conceptúa a la violencia sexual como  “todo maltrato que constituya imposición en el ejercicio de la sexualidad de una persona, y que la obligue a tener relaciones u otras prácticas sexuales con el agresor o con tercero, mediante el uso de la fuerza física, intimidación, amenazas o cualquier otro medio coercitivo”. Esta ley, establece el procedimiento para sancionar la violencia sexual, en los casos que no constituyan delitos tipificados en el Código Penal.

· 1996-2000 se promulga el “Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades”. Entre otros temas se menciona el tema de la salud integral y salud reproductiva, señalando el aborto como un problema social y no como una conducta criminal; trata la violencia contra las mujeres y hace planteamientos sobre derechos humanos. 

· Entre 1997 y 2000, el “Programa de País” apoyado por el UNFPA, brinda asistencia para el mejoramiento de la salud sexual y reproductiva en mujeres adolescentes e indígenas.

· En 1997, mediante resolución No. 106-97 del Tribunal de Garantías Constitucionales, se declara inconstitucional el inciso primero del artículo 516, por el cual se tipificaba como delito la homosexualidad. La demanda de inconstitucional fue impulsada por los movimientos de minorías sexuales del país.

· En marzo de 1998, el Congreso Nacional aprobó la Ley sobre la Educación de la Sexualidad y el Amor, que promueve el tratamiento de los derechos de las y los jóvenes alrededor de la salud sexual y reproductiva; como eje transversal de planes y programas del sistema educativo del país.

· En junio de 1998, se establece un Plan Nacional de Derechos Humanos, en el que se establece un capítulo “Derechos de las Minorías Sexuales”, en el cual se propugna el derecho a la no discriminación en razón a la orientación sexual; y establece como responsabilidad estatal, el velar que los agentes del seguridad del Estado, no ejecuten acciones de persecución y hostigamiento a las personas por su opción sexual.

· En 1998, se aprobaron las reformas al Código Penal, con garantías especiales para la mujer embarazada, verbigracia, la no privación de la libertad de una mujer embarazada. Se ha tipificado los delitos de acoso y agresión sexuales, así como del proxenetismo. En septiembre del 2001, se realiza una nueva reforma al Código Penal, mediante la cual, se endurece las penas en caso de violación, llegando a 25 años, la máxima.

· En agosto de 1998, se expide la Nueva Constitución Política de la República. Es la primera vez que en una constitución se incorporan derechos sexuales y reproductivos. El reconocimiento de los estos derechos marca un hito en la definición e impulso de los derechos humanos. Así queda establecido el respeto a la integridad personal en sus dimensiones física, psicológica y sexual; la libre orientación sexual y al desarrollo de la personalidad; libertad para tomar decisiones sobre la vida sexual, para decidir sobre la procreación contando con los medios necesarios; la igualdad y corresponsabilidad en la familia, y el apoyo a las jefas de hogar; el compromiso estatal de actuar contra la violencia hacia las mujeres y niños/as, de promover la salud sexual y reproductiva, así como el respeto a los derechos reproductivos en el ámbito laboral.

· En agosto de 1998, se aprueban las reformas a la Ley de Maternidad Gratuita. Esta norma pretende dar el marco legal adecuado, para responder a las necesidades de las mujeres de contar con servicios de salud, de calidad, sin costo y aplicar los preceptos constitucionales respecto a la salud sexual y reproductiva. Estas reformas fueron impulsadas entre otras organizaciones por el Consejo Nacional de las Mujeres CONAMU.

· En noviembre de 1998 el Ministerio de Salud, suscribió un acuerdo ministerial que declaró a la violencia como un problema de salud pública. Esto implica que los centros de salud, incorporen el problema de la violencia en los registros de salud.

· En diciembre de 1998, el Ministerio de Salud, autoriza el uso de la Píldora Anticonceptiva de Emergencia, recomendada en casos de violación y relaciones sexuales desprotegidas.

· En enero de 1999, el Ministerio de Salud, publica las “Normas y Procedimientos de Atención de Salud Reproductiva”.

· En 1999, por iniciativa de las “Feministas por la Autonomía”, se creo el Primer Tribunal de Mujeres por los Derechos Sexuales.  Este tribunal se conformó por destacadas personalidades, entre ellos un miembro de la iglesia católica (Monseñor Luna Tobar) quienes analizaron las violaciones a estos derechos, con el objeto de sentar precedentes para su exigibilidad y vigencia ante los organismos competentes. Uno de los objetivos que se planteó este tribunal, fue apoyar la construcción de prácticas democráticas a través de la incorporación de los Derechos Sexuales al ejercicio de la ciudadanía y niñez del país.

· Existen proyectos locales en salud sexual y reproductiva, que han realizado avances en la operativización de los derechos sexuales y reproductivos. Se destaca el trabajo realizado por el CEPAM en Quito y Guayaquil, SENDAS en Cuenca y el Proyecto de Desarrollo de Espacios Saludables en Loja.

Si bien desde hace aproximadamente una década, hay esfuerzos por incorporar esta categoría de derechos en las agendas públicas, no fue sino la promulgación de la Constitución Política de 1998,  que marco un giro importantísimo en la definición de los derechos humanos y la visualización de los derechos sexuales y reproductivos como tales.  Dos hitos anteriores cabe destacarse, la adopción de la Ley contra la violencia a la mujer (1995) y la despenalización de la homosexualidad (1997).

Estos logros son el resultado de un esfuerzo del movimiento de mujeres, de minorías sexuales y de derechos humanos, que hicieron un trabajo coordinado para sensibilizar y desprejuiciar a los actores visibles (asambleístas) e invisibles (miembros de la iglesia y miembros/a de partidos políticos); también de instituciones estatales como el CONAMU (gestora en Políticas Públicas a favor de la mujer).  Así se explica que la constitución de 1998 establezca artículos que defienden la vida sexual en libertad, la libre decisión, la no discriminación por orientación sexual, la reserva sobre la sexualidad, la maternidad y paternidad responsables, la promoción de la salud sexual y reproductiva, la atención prioritaria a grupos vulnerables, la defensa de la medicina tradicional, el reconocimiento del trabajo doméstico no remunerado como productivo, la prohibición de todo tipo de discriminación laboral contra la mujer, entre otros. 

Muchos de los planes y programas que a lo largo de estos años, han sido diseñados para la atención de la salud sexual y reproductiva, se han visto efectivamente limitados, por razones de escasa prioridad, límites institucionales, inestabilidad política y sobre todo por restricción de recursos. Así actualmente, es un tema importante de las agendas de salud, la implementación de la Ley de Maternidad Gratuita, la misma que establece un marco legal, para dar una amplia cobertura en el campo de la atención de la salud sexual y reproductiva. Si bien se han convocado y reglamentado los Comités de Usuarias, como organismos veedores del cumplimiento de la ley, hay una permanente controversia y dificultad, en su aplicación frente a la ausencia de recursos y suministros hospitalarios.  

La Comisión de la Mujer, la juventud y la familia, del Congreso Nacional, en el año 2002, luego de un gran debate de los parlamentarios, que en primera instancia negó la ley en el segundo debate, devolviéndola a la Comisión para su reestructuración, para que no sea promulgada como una ley independiente, sino como un capítulo del Código de la Salud, finalmente luego de intensos debates  logró la aprobación de la mencionada ley de salud sexual y reproductiva. Pero el Presidente de la República de esa época, Dr. Gustavo Noboa, vinculado al Opus Dei, vetó totalmente la ley. 

En el debate de los congresistas, se vio que “es necesario legislar sobre la salud sexual y reproductiva, de acuerdo a las disposiciones vinculantes al Ecuador”.  Sin embargo, varios legisladores, consideraron esta ley como “inmoral”, puesto que el “tomar decisiones” sobre el cuerpo, conduce a la prostitución, promiscuidad desenfrenada, uso y abuso de prácticas sexuales, permite el bestialismo, la zoofilia, la necrofilia; que el uso de los términos “libertad reproductiva”, puede conducir en un determinado momento a aceptar el aborto. 

También se emiten consideraciones de tipo religiosas, al tratar un tema “extremadamente delicado”, como el de la planificación familiar en una sociedad espiritual y religiosa como la ecuatoriana,  y se pregunta qué opinión tendrían al respecto las iglesias. Hay temores de que esta ley pueda resquebrajar el núcleo familiar, tradicionalmente entendido.  En las intervenciones se enunció el evangelio,  palabras del Papa, etc.. Se manifiesta que esta ley, lejos de cuidar la salud, enseña a las mujeres métodos anticonceptivos abortivos. 

Se llega a proponer la promulgación de una norma que prohíba terminantemente  la promoción de “métodos abortivos”, incluido el DIU, se rechaza la libre orientación sexual.; y, se propone que se elimine la posibilidad de que el Consejo Nacional de las Mujeres CONAMU,  proponga políticas nacionales de planificación familiar. Cabe mencionar que estas posiciones fueron expuestas por diputados/as de los partidos social cristiano y democracia popular, de una marcada tendencia derechista. 

La descripción realizada, puede ayudar a tener una idea más clara del actual contexto en que se desarrollan los derechos sexuales y reproductivos en el Ecuador, en las instituciones más representativas del Estado ecuatoriano, el Gobierno Central y el Congreso Nacional; también es clara la incidencia de actores  que sostienen el orden y concepciones conservadoras.

Es importante destacar que está pendiente trabajar una visión integral, que no priorice el enfoque médico, la articulación de las distintas leyes, la relación entre políticas y programas de implementación y la incorporación de temas que generan mayor resistencia como el aborto.

III.
LEGISLACIÓN NACIONAL Y POLÍTICA PÚBLICA

Como se mencionó, el principal hito en el desarrollo de los derechos de las mujeres, de los derechos sexuales y derechos reproductivos, fue la incorporación y regulación de éstos en la Constitución en 1998.

Esta normativa jurídica, ha ido de la mano de la creación de institucionalidad a nivel pública, así: 1) la creación del CONAMU como órgano rector de las Políticas de Igualdad de Oportunidades, 2) el funcionamiento permanente de la Comisión de la Mujer, el Niño y la Familia en el Congreso nacional, y 3) la Dirección Nacional de Defensa de los Derechos de las Mujeres, la Niñez y la Adolescencia.

El Plan de Igualdad de Oportunidades (PIO), es un instrumento técnico y político creado por el Estado Ecuatoriano, para dar respuesta a sus compromisos a nivel internacional, y alrededor de él giran algunos avances en políticas. No obstante, el PIO se ha centrado en procesos de sensibilización, capacitación, más que institucionalización de políticas.

En salud se ha trabajado en torno a un enfoque materno-infantil y se inicia la implementación de normas de salud reproductiva; en el proyecto MODERSA algunos avances se realiza en el componente de desconcentración en algunos municipios; además, en la Dirección Provincial de Salud de Pichincha se han desarrollado programas, por la injerencia de una directora mujer con experiencia en el tema. Se establece que la Ley de Maternidad Gratuita puede ser una política antidiscriminatoria, sin embargo de que hay controversia al respecto.

En educación, las acciones centrales giran en torno a la no discriminación y al no sexismo en los contenidos escolares y actualmente la ley de la sexualidad y el amor pretende incorporar el tratamiento de la sexualidad como eje transversal de todo el sistema educativo y  hacerlo con enfoque de género. 

Es en violencia, en donde mayor institucionalización se ha logrado, se promulga la ley 103, se crean las comisarías de la mujer en casi todas las provincias del país y se ha adquirido experiencias en modelos de atención a mujeres violentadas.  

A continuación se realizará un resumen desde la legislación y políticas públicas, por cada uno de los temas. Así:
1.
VIOLENCIA SEXUAL Y ACOSO SEXUAL

La Constitución consagra, entre los derechos civiles, el derecho a la integridad personal, la violencia y acoso sexual, constituyen un atentado a este derecho y establece la obligación Estatal de prevenir, sancionar y eliminar estas conductas, el texto dice: “se prohíbe todo procedimiento inhumano, degradante o que implique violencia física, psicológica, sexual o coacción moral, El Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar, en especial, la violencia contra los niños, adolescentes, las mujeres y personas de la tercera edad.”; además, permite acciones penales en contra de familiares, por lo que los actos de violencia sexual al interior de la familia, ya no quedarían en la impunidad.

La Constitución hace referencia a la obligación del estado de realizar acciones de educación y comunicación, para prevenir la violencia y la discriminación racial o de género.  Incorpora al derecho interno y con rango supralegal, las normas internacionales. En el caso de la violencia sexual, pueden invocarse las normas pertinentes, que están contenidas en la Convención Belén do Pará, y en la CEDAW.

La Ley contra la violencia contra la mujer y la Familia o ley 103,  (1995), Según el mismo texto de la ley, ésta tiene por objeto proteger la integridad física, psíquica y la libertad sexual de la mujer y los miembros/as de su familia, mediante la prevención, y la sanción de la violencia intrafamiliar protege los derechos de las mujeres, pues permite las acciones de prevención y sanción en estos casos. Está ley, define a la violencia sexual (sin perjuicio de la violación y otros delitos contra la libertad sexual), todo maltrato que constituye la imposición en el ejercicio de la sexualidad de una persona, y que la obligue a tener relaciones u otras prácticas sexuales con el agresor o con terceros, mediante, el uso de la fuerza física, la intimidación, amenazas o cualquier otro medio coercitivo. En torno a violencia sexual, no se ha establecido que tipos de conductas contra la libertad sexual de las personas, son consideradas contravenciones y por tanto de competencia de las Comisarías de la Mujer.

Las reformas del Código Penal (1998), tipifica los “delitos sexuales”, y estos son de competencia de los Juzgados Penales. Se pueden identificar los tipos penales de: atentado contra el pudor, acoso sexual, violación y agresión sexual. Con las reformas introducidas en el año 1998, se amplía el criterio anterior, que consideraba violación a la introducción del órgano masculino en la vagina. La nueva definición amplía la anterior, admitiendo otras formas de contacto sexual. Por otro lado, uno de los requisitos, para la configuración del delito, anteriormente era, que la víctima sea menor de doce años, ahora se considera que debe ser menor de catorce. También se crea nuevos tipos penales: “Acoso sexual” y “Agresión sexual”, este último que sanciona conductas, que bien podrían haber estado inmersas dentro del mismo tipo penal de violación; sin embargo, aunque el/ la legislador/a, no ha hecho esta diferencia, las sanciones son las mismas, lo que implica igual grado de responsabilidad.

El estupro, no existe como tipo penal, se vincula a violación, para lo que establece la condicionante de que la mujer sea “honesta”, pese a los intentos por eliminar este termino, dentro de las reformas del 1998, pero no se pudo conseguir y se mantiene vigente de esa forma. En caso de incesto, es relacionado con violación.

La definición del acoso sexual abre la posibilidad de establecer acciones penales a prácticas muy comunes y generalizadas, pero ignoradas o aceptadas como “naturales”, durante mucho tiempo.

En septiembre del 2001, se realizaron nuevas reformas al Código Penal, entre las cuales se contempla, la elevación de las penas en caso de violación, llegando hasta 25 años, la máxima. El incesto no ha sido definido como un delito autónomo, pero con estas reformas, el inciso que determinaba el parentesco como una de las circunstancias agravantes de la violación, fue trasladado al artículo 514, que establece las penas máximas, si la violación produce perturbación en la salud y si la víctima es ascendiente, descendiente, hermano/a o afín en línea recta.

Además en este período, a pesar de no haber políticas claras para la erradicación de la violencia sexual y tratamiento de sus víctimas,  ha sido muy importante lo siguiente:

· Creación de las Comisarías de la Mujer y la Familia en 1994

· La promulgación del Plan de Igualdad de oportunidades PIO, emitido por el CONAMU, plantea la operativización de la ley contra la violencia a la mujer y las Comisarías de la Mujer, como medidas para erradicar y prevenir la violencia.

· Suscripción del Acuerdo Ministerial, que declara a la violencia como un problema de salud pública, en noviembre de 1998.

· Creación en convenio del Consejo Nacional de las Mujeres CONAMU, con el Instituto Nacional del Niño y la Familia INFA,  de la “Casa de Acogida” , Albergue para atender a mujeres afectadas por la violencia.  1998

· En el Congreso Nacional se han presentado reformas al Código Penal, en los ámbitos de delitos sexuales y pornografía.

· En el ámbito laboral, existe la resolución de la OIT, que protege frente al acoso sexual, esta al ser ratificada por el país es vinculante de acuerdo a lo determinado por la Constitución.

· En la Fiscalía General de la Nación, existe una unidad de delitos sexuales, creada para el tratamiento específico de estos casos.

A pesar de estos avances en la Constitución y leyes ecuatorianas estas finalmente no se ejecutan, las escasas denuncias presentadas sobre violencia sexual no progresan. Existe un desconocimiento de la población, lo que incide en una falta de apropiación y activación de los mecanismos existentes. Además todo el entorno machista y patriarcal de la justicia ecuatoriana, ha generado una serie de dificultades para demostrar y comprobar las denuncias lo cual genera desmotivación y abandono de los casos.

Es así como puede decirse que de lo que se conoce no existe un solo caso sentenciado por acoso sexual en el trabajo. 

Las organizaciones del movimiento de mujeres y ONG’s especializadas en estos temas, son las que más propuestas han generado en este ámbito, sin embargo generalmente la exigibilidad se ha limitado a la actuación en el juzgado o ante el tribunal. Así por ejemplo, la Coordinadora Política de Mujeres Ecuatorianas, impulsó las veedurías, esto permitió la sentencia de un caso de acoso sexual en colegio.

Frente a los temas de acoso sexual en instituciones educativas y en el trabajo, surgen otros actores que hay que considerar, entre ellos, los sindicatos, asociaciones profesionales y gremiales, leyes de defensa profesional, organizaciones comunitarias e indígenas, a las cuales se recurre para evitar sanciones.

2. 
EDUCACIÓN SEXUAL

La Ley sobre educación en la sexualidad y el amor (23-03-98), propugna a la educación en sexualidad y el amor como eje transversal del sistema educativo. Enfatiza en lo moral y en lo ético, en donde el discurso del amor es lo central. El respeto al otro-a, el placer, las condiciones de igualdad de hombres y mujeres, y el derecho a decidir sobre su cuerpo; no aparecen como elementos de eticidad.

La ley es ambigua y no se puede establecer a priori su verdadero alcance. No obstante, que sus objetivos insertan el género. Existen avances a nivel local, y desde proyectos de desarrollo, que disponen de material educativo en sexualidad, en donde se abordan temas como el aborto, la homosexualidad, el embarazo en adolescentes, etc. En su aprobación existió mucha presión de la iglesia, particularmente del Opus Dei. El criterio de vincular/condicionar la sexualidad al amor atenta al principio constitucional que consta en el artículo 23 numeral 25 “El derecho a tomar decisiones libres y responsables sobre su vida sexual”. Así mismo la Constitución determina que los niños, niñas y adolescentes son sujetos sociales de derecho

Otro cuerpo legal, que menciona tangencialmente este tema, es el Código de la Salud, que establece el deber de todo establecimiento educacional, el destinar ciertas horas de clase al conocimiento de la salud; y, obligatoriamente a la educación sexual; incluye establecimientos laborales y de control social, como las cárceles. Menciona que “la autoridad de salud”, es la que elaborará los programas respectivos, sin determinar cual.  

En agosto del 2000 se inicio el PLAN NACIONAL DE EDUCACIÓN DE LA SEXUALIDAD Y EL AMOR –PLANESA-., bajo la responsabilidad del Ministerio de Educación y Cultura, que tiene como objeto, dar información y formación sobre salud sexual y reproductiva a docentes, madres y padres de familia, niñas, niños, adolescentes, estudiantes, personas con discapacidad, personal del Ministerio de Salud, Iglesias, instituciones de educación superior, institutos pedagógicos, gobiernos seccionales y locales, y ONG´s.

Desde las ONGs, organizaciones de mujeres y organizaciones juveniles, existen muchos esfuerzos y propuestas valiosas, pero que lamentablemente han tenido poca incidencia en el ámbito formal institucional y legal.

A pesar de los mandatos constitucionales, existe en el país muchas tensiones en torno a la educación sexual y a los derechos de los y las niños y jóvenes, en este ámbito, las violaciones a los mismos son permanentes y oficializadas en las instituciones educativas, así por ejemplo:

· Se exige pruebas de VIH/SIDA para ingresar aciertos colegios y a las universidades

· El embarazo adolescente sigue siendo un mal que hay que perseguir cuando se presenta

· Existen regímenes diferenciados en instituciones educativas, así por ejemplo, en las instituciones que pertenecen a la iglesia católica se exige certificado de matrimonio de los padres, cuando esto no está determinado en ninguna ley.

· Discriminación de hijos e hijas de homosexuales y lesbianas, generalmente cuando se enteran son expulsados de las instituciones.

Sin embargo existe mucha resistencia de la iglesia católica para su ejecución.

3.
PLANIFICACIÓN FAMILIAR, ANTICONCEPCIÓN, MATERNIDAD Y PATERNIDAD RESPONSABLE:

La Constitución, establece que:  “Se propugnarán la maternidad y paternidad responsables. El Estado garantizará el derecho de las personas a decidir sobre el número de hijos que puedan procrear, adoptar, mantener y educar. Será obligación del Estado informar, educar y proveer los medios que coadyuven al ejercicio de este derecho.”,

Esta norma constitucional, sustenta las acciones de salud reproductiva. La dificultad en la política de salud, es que la anticoncepción enfatiza en las mujeres, lo que explica que la mujer asume el uso del condón y la vasectomía tiene una mínima cobertura. Además, la toma de decisiones de las mujeres esta mermada por la anuencia de la pareja (condición establecida en el Código de Ética Médica), en los servicios de salud se establece como requisito para acceder a un método de anticoncepción quirúrgico la firma de la pareja. Actualmente existen condiciones jurídicas favorables para reformar El Código de Ética Médica, que establece la obligatoriedad de la autorización del cónyuge o responsable en caso de esterilización quirúrgica.

La reforma de la Ley de Maternidad Gratuita (10-08-98), va de la mano de una falta de operativización de la ley, actualmente se intenta experimentar con 5 municipios, el mecanismos de pago, descentralizado y vía demanda. Existe también  dificultades en torno a criterios de universalidad de la ley, que en una estructura social desigual puede producir inequidades. Esta ley, pretende dar un marco jurídico, para garantizar la atención de salud gratuita, de las mujeres, durante el embarazo, el parto y el puerperio, así como también hacer extensivo el servicio de salud a los/as niños/as hasta los 5 años. Para conseguir la plena vigencia de esta ley, se han organizado los Comités de Usuarias, los mismos que son convocados por el CONAMU (Consejo Nacional de las Mujeres), y reciben asesoramiento técnico de éste. También se han conformado los llamados Comités de Gestión local de Salud, a nivel cantonal, conformados por el/ la Alcalde/sa, representantes de las juntas parroquiales, organizaciones de mujeres y los Comités de Usuarias.

Código de Menores Esta ley fue reformada en agosto de 1998. Se propugna la protección de la maternidad desde la concepción, y comprende el suministro de los medios económicos para la atención a la mujer durante el embarazo, el parto y el puerperio, además del período de lactancia de nueve meses. Se establece la posibilidad de demandar un monto, de acuerdo a la capacidad económica del obligado, en concepto de ayuda prenatal, ante los Tribunales de menores.

No hay desarrollo legislativo sobre embarazo adolescente.

De mayo de 1999 a febrero del 2001, se llevó a cabo el  PROYECTO SALUD REPRODUCTIVA EN EL ECUADOR, FOCALIZADO EN CINCO PROVINCIAS, bajo la responsabilidad del Ministerio de Salud, en coordinación con el UNFPA y la OPS.

En agosto del 2000, se dio inicio al  PROGRAMA DE MATERNIDAD SALUDABLE, bajo la responsabilidad Ministerio de Salud Pública. Mediante este proyecto se asume el compromiso para responder a la necesidad de las mujeres y las familias (incluidos los niños y niñas menores de 5 años) de contar con servicios oportunos y de calidad con enfoque integral, para contribuir a mejorar la Salud Sexual y Reproductiva de los y las ecuatorianos/as.

La Dirección Nacional de Atención Integral de Salud, instancia responsable de la implementación de las nuevas Normas de Salud Reproductiva, recoge los cambios en materia de salud reproductiva promulgados en la Nueva Constitución e implementa el programa dentro de las políticas actuales de descentralización y desconcentración del Estado ecuatoriano y del MSP, orientadas a fortalecer el nivel básico de atención, con el mejoramiento de los servicios y a fomentar la participación local efectiva en el funcionamiento de los mismos. 

4.
MATRIMONIO
Según la Constitución, el matrimonio se funda en el libre consentimiento de los contrayentes y en la igualdad de derechos. La toma de decisiones sobre la administración de la sociedad conyugal, se basa en la igualdad de oportunidades. Se protege la jefatura de hogar femenina.  No hay cabida para matrimonios homosexuales.  El Código Civil, determina el matrimonio como un contrato y como uno de los objetivos, la procreación; con lo que se refuerza la función tradicional de la mujer al interior del matrimonio. 

5.
UNIÓN DE HECHO
La Constitución del 98 reconoce a la unión de hecho. Sin embargo, su carácter se asimila al del matrimonio, por lo que se legitiman los matrimonios heterosexuales, se pone como fin a la procreación y se reconoce la igualdad de derechos inclusive “a la presunción legal de la paternidad y a la sociedad conyugal”.

La Ley que regula las Uniones de Hecho (22-12-82), en la mayor parte de artículos da un tratamiento similar al régimen matrimonial, adolece de vacíos que dejan sin regular situaciones que afectan principalmente a las mujeres, como por ejemplo, la desprotección frente al patrimonio de los bienes adquiridos durante la unión de hecho, o el reconocimiento de la paternidad de los/as hijos/as habidos. Como se puede evidenciar la ley no está acorde al diseño constitucional.

6. 
DIVORCIO
El Código Civil, regula el divorcio a través de  dos mecanismos: a) por mutuo consentimiento, y b) por causales. Este último, genera dificultades a las mujeres por sus altos costos que impiden el acceso, la lentitud del tramité y la presentación de las pruebas cuando existe violencia intrafamiliar.

7. 
ABORTO

El Código Penal, no se ha revisado en materia de aborto desde 1971. El aborto está clasificado en no consentido, preterintencional, consentido, voluntario, letal, terapéutico y eugenésico, estos dos últimos no sancionados.

El aborto es sancionado en todas sus formas, excepto cuando se lo practica por razones terapéuticas, o cuando es practicado en mujer “idiota” o demente víctima de violación. En los dos casos se requiere la autorización de otras personas (esposo, familiares o el representante legal).
El Código de Ética Médica, establece la prohibición al médico/a , de provocar el aborto, a menos que haya necesidad absoluta de hacerlo para salvar la vida de la madre, en caso de enfermedades de riesgo hereditario, o cuando la madre ha sido expuesta a factores teratogénicos, durante el primer trimestre del embarazo.  En estos casos, se requerirá el consentimiento de la paciente, de su cónyuge o su representante, además que la necesidad del aborto sea justificada por una junta médica.

En el ámbito de la Salud Pública, existe vacío en el país, pues los  hospitales públicos no tienen tecnología moderno para brindar una buena calidad de atención a bajo costo, a una mujer que deba recurrir a un aborto legal.

El Plan de Igualdad de Oportunidades 1996 2000, señala el aborto como un problema social y no como una conducta criminal.

8.
EMBARAZO, MATERNIDAD Y PATERNIDAD EN EL ÁMBITO LABORAL

La Constitución obliga al Estado, a velar por el respeto de los derechos laborales y reproductivos de las mujeres, para el mejoramiento de sus condiciones de trabajo y el acceso a los sistemas de seguridad social, especialmente en el caso de las mujeres gestantes y en el período de lactancia.

El Código de Trabajo, prohíbe el despido de las mujeres, por causa de embarazo. El empleador está obligado a dar licencia a las mujeres dos semanas anteriores al parto y diez semanas posteriores. Estas disposiciones, son eludidas, principalmente en el sector privado, es común, hacer firmar la renuncia a las mujeres, al momento de ser contratadas, para utilizarlas en cualquier momento. 

La paternidad se reduce a su rol de proveedor, con muchos vacíos legales pues en la práctica muchos padres no asumen este rol.

9.
ORIENTACIÓN SEXUAL
La Constitución, consagra el principio de igualdad y la no discriminación por orientación sexual. Establece como derechos fundamentales, el desarrollo de la libre personalidad, sin más limitaciones que las impuestas por el orden jurídico y el derecho de las demás personas; y, de  tomar decisiones libre y responsables sobre la vida sexual

El Tribunal de Garantías Constitucionales (actualmente Tribunal Constitucional), mediante resolución del 25 de noviembre de 1997, declaró inconstitucional, el primer inciso del artículo 516 del Código Penal, que tipificaba como delito, la homosexualidad. Los criterios emitidos en esta resolución, están lejos de tratar la libre orientación sexual como un derecho de las personas, más bien se utilizaron criterios seudo científicos, con los cuales se trató de entender la homosexualidad como u problema de “disfunción endocrinológico”, y por lo tanto que, más que merecer una sanción, merece un tratamiento médico.

10.
 PROSTITUCIÓN

La Constitución, propugna la obligación estatal de protección a las personas contra el tráfico de menores, pornografía, prostitución explotación sexual, etc.

El Código Penal, sanciona la promoción de la prostitución, fuera de las regulaciones que permiten el ejercicio de esta actividad. Es decir es tolerada en los establecimientos destinados para ello (casas de tolerancia). Esta misma ley,  establece una sanción, en los casos, en que aún cumpliendo los requisitos sanitarios, la víctima (quien ejerce la prostitución), fuese menor de catorce años; si se emplea la violencia o abuso de autoridad, si la víctima se encuentra privada de la capacidad de dar su consentimiento, si el autor (quien promueve la prostitución) es pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o  es cónyuge o conviviente, adoptante, tutor, etc.; si la víctima se encuentra en estado de abandono o extrema necesidad económica; y, cuando el autor ha hecho del proxenetismo su modo de vida.  Dentro de este marco legal, existe un vacío legal considerable, porque por un lado, deja sin protección a las personas comprendidas entre los 14 y 18 años; y, por otro lado, el usuario o cliente quedan libre de toda sanción, aún cuando es parte constitutiva del delito.

El Código de la Salud, prohíbe el ejercicio clandestino de la prostitución, y regula la misma en casas de tolerancia que tengan reglamentos sanitarios. Esta norma, da a los dueños de las “casas de tolerancia” poder para controlar el cuerpo de las trabajadoras sexuales, pues son ellos los que obligan la presentación del carnet. Al mismo tiempo reduce el poder de las mujeres para mejorar sus condiciones de trabajo. Importa el control profiláctico reducido a exámenes y no a un enfoque integral de salud.

En el Reglamento al Código de Menores, dentro del título “Del trabajo de Menores”,  establece como obligación de las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, desarrollar programas de prevención de la explotación sexual de menores. También determina el deber de brindar asesoría y tratamiento a los/as menores que desarrollen este tipo de actividades. La ubicación sistemática de esta norma, sugiere que la prostitución de niños/as es un tipo de trabajo.

Las contradicciones en la normativa interna, dan cuanta de las diferentes perspectivas para abordar esta problemática.  No se han identificados políticas pública claras destinadas a erradicar la explotación sexual.

11.
VIH / SIDA

La Constitución, prohíbe la utilización de información de terceros referente a salud y vida sexual, salvo por necesidades de atención médica, lo cual permite establecer recursos de amparo y habeas data. Establece también la obligación en todos los centros de salud (públicos o privados),  la atención de emergencia, de todas las personas que lo necesiten.

La Ley para la prevención y asistencia integral del VIH/SIDA (14-.04-00), declara de interés nacional, la lucha en contra del VIH y el SIDA, y el  Estado asume compromisos para la prevención de la enfermedad, una adecuada vigilancia epidemiológica de las personas que viven con VIH y SIDA. Se precautela sus derechos y se indemniza a personas que han adquirido el virus por negligencia.

Esta ley, habla de la creación del Instituto Nacional del SIDA, y por falta de asignación presupuestaria, no se ha llevado a la práctica. Se ha previsto además, la creación de oficinas jurídicas dependientes de la Defensoría del Pueblo o de la Fiscalía, para dar asistencia legal a las personas con VIH y SIDA y a sus familiares, en actos de discriminación.

A nivel de política pública, no hay esfuerzo suficiente para disminuir el estigma, y para disminuir el estigma del VIH e incluso diferenciarle con el SIDA. El personal de servicios de salud, no está sensibilizado, ni tiene la información suficiente de cómo trabajar con una persona que vive con el VIH. A esto se suma la dificultad de las personas viviendo con VIH o SIDA, de posicionarse como sujetos políticos, pues una gran mayoría vive niveles de sobrevivencia y se organiza alrededor de proyectos de corto alcance.

En el año 1999, se inicio el proyecto, PREVENCIÓN DEL VIH SIDA entre Trabajadoras Sexuales, bajo el auspicio del  MINISTERIO DE BIENESTAR SOCIAL y el Consejo Nacional de las Mujeres CONAMU. El objetivo es incidir en la disminución del riesgo de contraer ETS y VIH/SIDA entre las trabajadoras sexuales.

12.
ACCESO A SERVICIOS: CONTROL DEL EMBARAZO,  ATENCIÓN DE PARTO, PUERPERIO Y DETECCIÓN TEMPRANA DE CÁNCER UTERINO

 La ley de maternidad gratuita, establece como derecho de toda mujer ecuatoriana, el de recibir atención de salud de forma gratuita, durante el embarazo, parto y postparto, así como el acceso a programas de salud sexual y reproductiva. Entre las prestaciones que cubre esta ley, está la atención en los diferentes grados de complejidad para control prenatal y en las enfermedades de transmisión sexual, a excepción del SIDA, la atención del parto, puerperio, emergencias obstétricas y la dotación de sangre y derivados. Dentro de los programas de salud sexual y reproductiva, se cubre la detección oportuna del cáncer cérvico uterino y acceso a métodos de regulación de la fecundidad.

El reglamento de esta ley, prevé la conformación de “Comités de Usuarias”, que serán la instancia representativa, de participación control comunitario, ciudadano que involucra a hombres y mujeres que hagan o no uso de los servicios de salud y expresen su compromiso de trabajo e interés por la defensa de los derechos de las usuarias. La convocatoria de estos Comités, está a cargo del Consejo Nacional de las Mujeres CONAMU, que además otorgará el apoyo técnico para su funcionamiento. 

De julio de 1998 a junio de 1999, se desarrollo el proyecto SALUD Y PLANIFICACIÓN FAMILIAR, COMPONENTE DE REDUCCIÓN DE LA MORTALIDAD MATERNA, a cargo del MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA con fondos del Estado ecuatoriano; no se desarrolló en todas las provincias. Entre los objetos constan:

1. Reforzar los componentes materno, de planificación familiar y detección oportuna del Cáncer Cérvico Uterino.

2. Mejorar los conocimientos en la prestación de servicios de salud materna y de planificación familiar de los funcionarios de las diferentes categorías profesionales que trabajan a nivel de la conducción nacional, provincial y en la prestación de servicios a nivel operativo.

3. Fortalecer la coordinación interinstitucional e intersectorial.

4. Fortalecer y ampliar la participación comunitaria.

Reproducción Asistida, no hay desarrollo sobre esta materia, por lo que está práctica se la realiza sin existir un marco legal que la regule.

Como se puede observar y reiterar en este capítulo y en relación a los anteriores, los avances en materia de marco jurídico y políticas públicas, dan cuenta de una instalación inicial del tema, evidenciándose la incongruencia entre la normativa y la implementación en programas y proyectos de alcance nacional y de permanencia sostenida en el tiempo.  

IV. TEMAS, ACTORES Y FUNDAMENTOS 

1. 
DERECHOS SEXUALES Y DERECHOS REPRODUCTIVOS

Medios escritos: los periódicos permean sus discursos estereotipados con contenidos de derechos, estos últimos desde actores (ONG´s de género, CONAMU y movimiento de mujeres) que escriben. No fundamentan con profundidad, ni promueven debates. Son informativos de temas-problemas, leyes y acciones; no hay seguimiento.

Iglesias: todas las iglesias (católica, evangélica y episcopal) lo enmarcan dentro del matrimonio, la iglesia episcopal “dentro de la pareja”, y la evangélica dice: el “hombre es cabeza de familia” (implícita una toma de decisión que corresponde al hombre). No obstante la iglesia episcopal habla del derecho de la mujer, para tomar decisiones sobre su vida sexual y reproductiva.

Estado: se afirma que son derechos que le asisten a toda persona o a toda pareja para decidir sobre su sexualidad y reproducción. Le asisten a la mujer, para decidir desde el propio cuerpo, en el aborto hay restricciones.

ONG´s:  plantean que los derechos humanos son integrales. 

Academia: se establece la integralidad de los derechos sexuales y reproductivos y desde un criterio de indivisibilidad se los relaciona con los derechos civiles, políticos y, económicos.

Son derechos básicos de todas las personas y al mirarlos desde lo público llevan a la definición de políticas públicas.  Así mismo tienen que ver con la vida, el bienestar y la salud mental.  Este sector tiene poco desarrollo en el tema y más bien es alimentado por los debates desde las ONGs y movimientos sociales.

Conclusión: solamente las iglesias católica y evangélica no incorporan la noción de derecho, y lo restringen al ámbito de la pareja. Entre los otros sectores el concepto se complementa, desde una noción de derechos humanos y su característica de indivisibilidad, hasta la especificidad de que en materia de salud sexual y reproductiva, la mujer decida sobre su propio cuerpo.  Sin embargo la iglesia tiene una influencia importante.

2. 
MATRIMONIO
Medios escritos: hablan de la crisis de valores y del matrimonio y entre las causas de divorcio refiere la relación de género, el poder y abuso de los hombres. Tiene mensajes que sostienen la virginidad como estado ideal para llegar al matrimonio.

Iglesias: la iglesia episcopal considera la vida entre parejas, aún cuando prefiere el matrimonio. 

El débito conyugal es aceptado en la iglesia católica y evangélica, mas no en la episcopal, pues esta última, defiende la igualdad de derechos de hombres y mujeres.

La Constitución relaciona el matrimonio con un modelo de familia, heterosexual y monogámica;  la jefatura femenina se la asimila a un problema menor, de un grupo vulnerable, mas que a un tema de constitución familiar que debe ser protegido. 

Conclusión: este es un tema poco debatido por los diversos sectores, incluyendo el académico y ONGs, lo cual puede responder a que el matrimonio es un imaginario r sobre un ideal deseado en la mayoría de personas, considerado como “algo natural” y como base permanente de la sociedad. De allí, que la unión libre, que tiene un amplio porcentaje, se ha mirado como una situación de segunda clase y que exista un amplio subregistro de separaciones.

3. 
DIVORCIO
Iglesias: la católica considera que “es una realidad”, pero no da lugar al divorcio. La evangélica deja abierta la interpretación bíblica. La episcopal no prohíbe, pero tampoco promueve, y muestra una serie de normas para aceptar un divorcio legal.

Estado: Alternativa para consignar los derechos de las mujeres.

ONG´s: CEPAR lo ve como un problema que para evitarse se debe incluir a los hombres en la educación. La Coordinadora política de mujeres como una opción o posibilidad de acabar una situación maltratante, y el CEMOPLAF como expresión de una incomprensión familiar y abuso de poder.

 Academia: la presencia de la ley es un adelanto a pesar de la oposición de la iglesia. Les preocupa la inequidad de género en el proceso de divorcio, y se habla de acciones prematrimoniales para prevenir los divorcios.

Conclusión: efectivamente la corriente dura sobre el divorcio viene desde la iglesia y se sostiene en diversos sectores sociales, que lo ven como problema e incluso con la posibilidad de prevenir. En el otro lado está una corriente más progresista del movimiento de mujeres y el Estado que habla del divorcio como alternativa, aunque considerada como “último recurso”.

4.
EDUCACIÓN SEXUAL

Iglesias: coinciden las tres iglesias en la necesidad de una educación sexual. La católica relaciona la educación sexual con el amor,  la episcopal la concibe como el respeto de los derechos de hombres y mujeres. Las tres plantean que los padres deben educar sobre este tema y el sistema educativo complementarlo. La episcopal plantea que la educación debe darse desde la niñez, no así la evangélica y católica, que argumentan que está debe ser progresiva.

Estado: la educación sexual, a través de la reforma de los pénsums de estudio, es un deber fundamental del estado, incorporando criterios de equidad y de derechos de la mujer, desestigmatizando la idea de que “la desgracia” se da por la salida de la mujer de la casa para trabajar.

ONG´s: CEPAR y la Coordinadora establecen la educación sexual desde tempranas edades. CEMOPLAF deja entrever que la educación debe orientarse a grupos de riesgo.

Academia: opinan que a pesar de la resistencia de la iglesia católica, la Ley de Libertad Familiar Religiosa y la aprobación de la Ley actual, constituyen una mirada laica. Anotan vacíos en el enfoque de derechos y en el sistema educativo.

Conclusiones: la mayoría de actores, incluyendo los medios, establecen como necesidad la educación sexual. El debate se da al interior de iglesias y ONG´s, en grupos de edad a los que debe ser dirigido. Otra diferencia se da en el enfoque de derechos, de equidad o del amor. Del mismo modo, la iglesia plantea que el actor fundamental de la educación no debe ser el sistema educativo sino padres de familia.  Sin embargo, la importancia de la educación sexual, se limita al ser permeada por las concepciones conservadoras y la finalidad funcional como control social de la sexualidad.

5.
HOMOSEXUALIDAD

Medios escritos:  muestran noticias sensacionalistas, que transforman en una práctica natural la violación de los derechos sexuales de los homosexuales. 

Los periódicos, sobre todo el Hoy se posiciona a favor de la homosexualidad y da cabida a que los sujetos sociales se expresen por ese medio. El lenguaje es informativo, reivindicativo y de lucha, se concentra en el sujeto social, que busca la despenalización, mas no recibe planteamientos de otros lados. 

La opinión de candidatos-as a la Asamblea Constituyente de diferentes sectores (movimiento de mujeres, izquierda, socialistas) es de respeto a los homosexuales y a favor de la despenalización. Solo una candidata dice que está de acuerdo con los homosexuales, siempre y cuando no se atente a “la moral ciudadana”.

Iglesias: La episcopal se refiere a homosexuales y lesbianas con iguales derechos. No obstante, muestra las contradicciones que hay al interior de su iglesia: habla de pecado, opción, o aberración. 

En la iglesia católica se no acepta el homosexualismo como opción, en cambio en la evangélica hay un pecado implícito. Las dos coinciden en  verlo como algo “anormal y aberrante”.

Estado: se dice que hay que accionar para inculcar el respeto a la opción sexual de las personas.

ONG´s: la orientación sexual se basa en el respeto.

Academia: se plantea que hay avances importantes, en la medida en que ahora el discurso de los políticos es la tolerancia.

Conclusiones: Se mira en los diferentes actores una postura a favor de la homosexualidad que se mueve entre la tolerancia, el respeto y el derecho. El lesbianismo es menos visible en el lenguaje, sólo es nombrado por la iglesia episcopal. La iglesia evangélica habla del homosexualismo como pecado.  Continúa siendo un tema controversial.

6.
ABORTO
Medios escritos: retoman las dos posiciones, de quienes están en contra y quienes lo ven como un derecho. Los periódicos son permeables a posiciones de despenalización, desde el año 2000. 

Iglesias: es considerado como asesinato y crimen en las iglesias católica y evangélica. En la iglesia episcopal, se hace referencia a una doble moral al respecto y establece que hay que evitar el aborto, a través de métodos anticonceptivos y la educación sexual.  La iglesia católica puede aceptar el aborto por razones de salud, y la episcopal cuida que el aborto no afecte la salud de las mujeres.

Estado:  dice que es importante una información adecuada al respecto, y que hay que trabajar en torno a la despenalización. El derecho de la mujer a decidir sobre su propio cuerpo es reiterado; así mismo, el diálogo con los opositores al aborto, precisamente con  quienes defienden a “los niños”. En Salud Pública, el aborto debe trabajarse en su relación directa con la mortalidad materna. Se debe  recordar que en 1996, el tema fue silenciado por la representación oficial del Estado en la Conferencia de Beijing.

ONG´s: la Coordinadora Política de Mujeres afirma la importancia de promover debate y de considerarlo como un problema de Salud Pública. CEPAR y CEMOPLAF no son adeptos al aborto, pero sí a la planificación familiar para evitar los abortos.

Academia: se plantea que hay un vacío de debate al interior del movimiento de mujeres, sólo en el año 2000 hubo un movimiento en torno a la despenalización del aborto. Opinan que la iglesia tiene un planteamiento único.  El  Estado evidencia permisibilidad hacia el aborto, pocos casos se penalizan; sin embargo, en salud, el aborto está ligada a una mala calidad de la atención.

Conclusiones: este es uno de los temas más controversiales, silenciado desde todos los sectores, incluso al interior del movimiento de mujeres. Apenas en el 2000, se habla del aborto en el día por su despenalización (28 de septiembre), con posiciones reactivas de hostigamiento. El conflicto de derechos aún no es debatido profundamente.

7.
MATERNIDAD

Medios escritos: hablan de la maternidad, desde investigaciones informativas, que reproducen estereotipos y culpabilizan a la mujer de los efectos sobre el feto. Los embarazos no deseados y la sexualidad, concentran criterios de moralidad, imaginarios de virginidad como espacio deseado de acceso de la mujer al matrimonio. Hablan de los embarazos en adolescentes, sin sujetos. Las causas de embarazos se deben a una falta de conocimiento, a  incomunicación con los padres, baja instrucción escolar. Las soluciones son abstención y el sexo seguro.

La Ley de Maternidad Gratuita también es abordada en la opinión de estas revistas, y muestra los obstáculos que existen para operarla, los servicios de salud no responden a las disposiciones legales, por ejemplo los cobros continúan.  Los diarios muestran esa distancia entre la ley decretada y los accesos reales de las mujeres a la misma.

Iglesias: frente al embarazo en adolescentes, las iglesias católica y evangélica, aducen como causa la incentivación masiva de los medios al “camino sexual”. La episcopal plantea que la base del cambio, es visibilizar el “sexo” para que deje de ser “tabú, prohibido o misterioso”. 

La iglesia episcopal plantea que la mejor anticoncepción es no tener relaciones inmaduras y precoces. Las tres iglesias coinciden en una pérdida de valores, y por supuesto la episcopal hace una relación de otras causa con el embarazo en adolescentes como el machismo, el uso de poder y el acoso sexual.

Estado: es un tema que debe ser abordado, para discutir el rol del Estado, del sistema educativo, de la sociedad, pues hay sectores que apoyan el embarazo, y otras  no. Además se dice que las jóvenes lo están viendo como alternativa de “adultez” para dejar sus hogares maltratantes.

Destacan la Ley de Maternidad Gratuita para mejorar el acceso a los servicios. Se enfatiza en dos aspectos de la ley: la consideración de las parteras como parte del sistema, y la presencia del Comité de Usuarias como veedoras de los servicios.

ONG´s: frente al embarazo no deseado se habla de prevenir. La Coordinadora habla de hacer seguimiento para que las jóvenes no sean discriminadas en sus colegios. Para CEMOPLAF el embarazo es un problema social, y para el CEPAR un problema complejo, contradictorio y que se ha avanzado en su conocimiento.  

Academia: el embarazo en adolescentes debe combinar programas de educación con un enfoque de autoestima, de derechos principalmente el de decir no, la valoración del propio cuerpo, y el uso de anticonceptivos.

Conclusiones:  la maternidad se aborda en los medios con estereotipos sexistas y asociada a la familia y matrimonio.  El embarazo en adolescentes es abordado sin sujeto social y las soluciones son variadas de acuerdo a los diversos actores.  La Ley de Maternidad Gratuita es vista como la panacea, no obstante de las dificultades que ha tenido para hacerse efectiva. No hay debate al respecto al interior del movimiento de mujeres. No se ha visibilizado como una política de discriminación positiva o como un modelo de reforma del sector salud.

8.
PROSTITUCIÓN
Medios escritos: se caracterizan por noticias de denuncia y sensacionalismo que no dan una real ubicación del tema.  Las mujeres son víctimas siempre, sin embargo no se visibiliza a los otros actores, al mismo tiempo que se victimiza a las mujeres, se las estigmatiza.

Iglesias: es condenada por las tres iglesias y la miran como un problema social que debe ser controlado. La iglesia católica dice que afecta más a los pobres, y que debe perseguirse la promoción de la misma, “no tanto a quienes ejercen”.

Estado: las Comisarías de la mujer ubican razones de las trabajadoras sexuales,  económicas (la mayoría) y por que les gusta (minoría). No presenta una crítica al programa de prevención y control de enfermedades de transmisión sexual.

ONG´s: hay poco debate al respecto, no obstante, de que el Sindicato de Trabajadoras Sexuales de El Oro es parte de la Coordinadora Política de Mujeres. CEPAR y CEMOPLAF lo ven como problema de orden económico, y hablan de la prostitución y no de las trabajadoras sexuales.

Las trabajadoras sexuales luchan por sus derechos, pero al parecer a oídos sordos. El Estado arremete y las violenta. No hay diálogo. En 1997, se evidenció en los medios la afectación de la salud y sus implicaciones sociales, de explotación e ilegalidad, producidas por el ejercicio de la prostitución clandestina

Academia: en su criterio el tema es poco debatido por el movimiento de mujeres. Las trabajadoras sexuales ven al Estado como aquel que fortalece sus relaciones laborales de  explotación. Se discute en el Congreso la Ley de Trabajo Sexual, pero es ambigua. El tema ha sido abordado desde lo moral. Sin embargo cabe destacar la investigación realizada en este año (2002) por Mujeres por la Autonomía, respecto a este tema, alrededor del cual se ha realizado un importante debate público. 

Conclusiones: solo en pocos actores hay una diferencia entre prostitución y trabajadoras sexuales, sin embargo hay una falta de problematización al respecto que no permite soluciones. Los derechos de las trabajadoras sexuales no está consignado en ningún actor, y sólo se visibilizan en los medios desde las propias sujetas. La mirada que se tiene de la trabajadora sexual es estigmatizada. La dimensión económica y quienes lucran de esta actividad, no son mencionados.

9.
VIH-SIDA

Medios escritos: brindan información amplia del VIH-SIDA desde medicamentos nuevos, y descripción de la  situación del país. Las alternativas se concentran en acciones humanitarias que realizan las ONG´s, y en prevención, la abstención sexual.   Los mensajes son de control, y actualmente muestran como afectan a mujeres, cuya vulnerabilidad no es claramente explicada. 

Iglesias: la católica afirma que la afectación se da en grupos que tienen conductas de riesgo y nombra a los homosexuales y a las personas en contacto con el uso de hemoderivados.  Dice también que es una enfermedad y no un pecado y que se debe fortalecer acciones de prevención. Para la iglesia evangélica es una enfermedad contagiosa a la que están expuestos todos los grupos sociales. La episcopal establece que hay que trabajar con el ser humano y la familia para evitar el estigma, por lo que se debe abordar el tema de la sexualidad.

Estado:  dice que no hay falta de voluntad política para abordar el problema en su integralidad.

ONG´s: las dos ONG´s ven al SIDA como alarmante y enfatizan en dos aspectos: a) desconocimiento de las formas de transmisión, y  b) la relación con el fenómeno de la migración. La Coordinadora Política no ha trabajado el tema.

Academia: refieren la ausencia de una posición de las mujeres, y la iglesia no da una respuesta real al rechazar el preservativo. Los entrevistados conocen el tema y enfatizan en dos ausencias: a) el derecho de los enfermos, y b) la marginalidad del tema.

Conclusiones: este tema ha sido la oportunidad para que la amplia y diversa comunidad gay se organice y establezca propuestas. Sin embargo no hay debate al interior del movimiento de mujeres. La lógica de derechos se invisibiliza, así como la diferencia entre el VIH y el SIDA. La Ley no se cumple.

Algunos actores miran a las iglesias como un todo que plantean una sola visión, lo cual les impide establecer alianzas.

10.
VIOLENCIA  Y VIOLENCIA SEXUAL
Medios escritos: la revista vistazo invisibiliza el problema. En cambio los periódicos brindan una amplia información que va desde la denuncia e incluso con tendencias sensacionalistas, hasta la lógica de la violación de los derechos de las mujeres. La evidencia de redes de pornografía infantil no fueron de preocupación pública a nivel nacional, aunque se refiere un seguimiento en la zona del austro en donde ocurrió.

Iglesias: las tres iglesias coinciden en que el agresor es el hombre, y establecen como víctimas a mujer diversas y a hombres jóvenes; juntan la vulnerabilidad a otras inequidades de edad, de clase. La iglesia católica y la episcopal hablan que se da en todos los estratos no sólo en los pobres, como lo afirma la evangélica.

Coinciden que la violación es un delito, sin embargo, frente a un embarazo producto de violación, la alternativa no es el aborto. Para la católica la alternativa es la sanción al agresor, la evangélica deja abierta la interpretación de la palabra de dios,  y en la episcopal hablan de que se puede optar por un aborto, y dan el poder a la mujer.

Estado: se afirma que se deben homogenizar metodologías para tener datos mas certeros. Al margen de las entrevistas se debe recordar que en 1998, las reformas al Código Penal propuestas por las mujeres planteaban que el incesto sea considerado como delito, lo cual fue vetado por el ejecutivo.

Academia: se dice que existen avances en violencia sexual, pero hace falta un rol mas activo desde las ONG´s y el estado. Se debe considerar el ámbito laboral y familiar.

Conclusiones: los avances en violencia son importantes, se ha promulgado la ley 103, se han creado comisarías de la mujer en 21 provincias del país, se ha ganado experiencia en modelos de atención a la violencia, se ha divulgado ampliamente en la violencia como una violación de los derechos de las mujeres. Las ONG´s de género y desarrollo realizan diversas acciones al respecto y accionan en el sistema educativo, con mujeres indígenas, con mujeres en la cárcel, etc.

Este tema que ha creado opinión pública importante, todavía es insuficiente en trabajar la violencia psicológica (la más invisible), y la violencia sexual.  Esta última de difícil visibilidad, trae consigo un proceso penal que recae en la víctima la demostración de las pruebas, sobre esto hay que seguir debatiendo, así como en la consideración del acoso como delito.

11.
PLANIFICACIÓN FAMILIAR
Medios escritos: muestran información desde diferentes frentes, desde los candidatos a Asamblea en donde la opinión esta dividida, se dice que es un derecho de hombres y mujeres (líderes de izquierda y mujer perteneciente al movimiento de mujeres) por tanto competencia de Estado; y personas que responden a partidos mas conservadores, establecen que no es competencia del estado si no del ámbito familiar, de la pareja.

Se da información de la píldora de la anticoncepción de emergencia, permeada por ONG´s como COF, CEMOPLAF  y CEPAM.  La iglesia plantea su posición en contra de la PAE.

Iglesias: la iglesia católica acepta la planificación familiar cuando se la realiza en pareja, se permite el uso de métodos naturales, y le otorga poder al esposo para decidir, es decir defiende la planificación dentro del matrimonio. La anticoncepción es antivida. 

La iglesia evangélica con una actitud similar a la católica, enfatiza en la abstinencia como forma de crecimiento personal. La episcopal, defiende la decisión voluntaria de la pareja. Una educación sexual debe garantizar el conocimiento de métodos anticonceptivos, y el acceso a los mismos.

Estado: una parte del Estado establece que mas que inmiscuirse en un asunto tan personal como el de planificación familiar y anticoncepción, debe mejorar las condiciones de vida. De otra parte de dice que los criterios de la iglesia sobre prohibición son insostenibles, pues el MSP tiene programas y hay que buscar que sean mas efectivos.

ONG´s: hay que trabajar la responsabilidad compartida dice la coordinadora política, y el acceso a los servicios y a la información es una coincidencia de los y las entrevistadas-os

Academia: se considera que en materia pública de planificación familiar la tendencia es un control de la natalidad, en donde hay un acuerdo entre mujeres, Estado e Iglesia, como política de población que fundamenta un política desarrollista.

Conclusiones: Existe un acuerdo en el tema, sin embargo el ejercicio de derechos no es visible. Existe una opinión de que es una competencia privada mas que pública. Uno de los problemas fundamentales es el acceso porque tiene que ver con servicios y con relaciones de poder entre hombres y mujeres. La visión de la salud enfatiza en la responsabilidad unilateral de las mujeres, con problemas de discriminación y desigualdad de género.

De manera general, las visiones en los debates de los distintos temas, plantean el conflicto entre concepciones conservadoras que buscan controlar y administrar la vida sexual y reproductiva, en especial de las mujeres, con otras concepciones que buscan desarrollar una conciencia distinta; comprenden la sexualidad y reproducción como ejercicios de derechos que demandan a su vez el ejercicio de la libertad personal.  Estas concepciones están “abanderadas” por sectores elitarios que buscan perpetuar el orden actual y los movimientos sociales que buscan transformarlo.  Estas dinámicas refieren tendencias y no posiciones monolíticas, más bien se advierte que los distintos actores presentan a lo interno diferencias y matices. Se destacan el movimiento de mujeres e indígenas para la consagración de los derechos en la Constitución de 1998; así como otros grupos de derechos humanos, minorías sexuales y otros para abrir un espacio de debate plural.  El sector académico no aborda de manera suficiente la temática de los derechos sexuales y derechos reproductivos, más bien son las ONGs quienes impulsan procesos importantes de reflexión.

De los temas abordados, el de la lucha contra la violencia a la mujer es el de mayor alcance y continuidad, así como el tema de la maternidad y embarazo adolescente.  Los temas con alta dificultad de tratamiento son el aborto, la homosexualidad, VIH-SIDA y parcialmente el divorcio.  Estos debates se han plasmado en gran parte en las reformas jurídicas

V. CONCLUSIONES

La evolución del tratamiento de los derechos sexuales y derechos reproductivos, durante el período estudiado, se caracteriza por ubicar hitos importantes en el plano de la normativa jurídica; dos eventos importantes – Ley contra la violencia a la mujer y despenalización de la homosexualidad- preceden al hecho más significante, la reforma constitucional del año 1998, en la cual se consagran ampliamente los derechos humanos en general y de manera específica los derechos sexuales y los derechos reproductivos. En torno a estos hechos suceden la creación de varias leyes y reformas relacionadas a temas específicos, la que mayor expectativa plantea es la Ley de maternidad gratuita. Es importante el peso y relacionamiento del marco jurídico internacional en los temas abordados.

Sin embargo, estos significativos avances enfrentan la incongruencia entre la norma y la efectivización de la misma, entre el enunciado y la práctica.  Más aún, cuando el Ecuador en el mismo período enfrenta una severa crisis que transformó drásticamente las condiciones de vida de su población.  El enfrentamiento de la pobreza constituye una de las prioridades; la lucha contra la impunidad y corrupción es emergente y el fortalecimiento de la institucionalidad es el desafío urgente.  En este panorama, los derechos sexuales y los derechos reproductivos adquieren otras características y desafían  nuevos abordajes que incidan en aspectos estructurales.

El Estado tiene una práctica muy limitada al momento de relacionar el marco jurídico, con el diseño de políticas públicas y más aún con la implementación de programas y proyectos.  Las iniciativas desarrolladas no logran un alcance nacional y sostenibilidad; la falta de recursos es la razón recurrente para  explicar esta situación.

El período abordado expresa, por un lado, un gran avance en el debate, organización, experiencias locales y conquistas, mientras, por otro lado, presenta una fragilidad frente a los cambios y deterioro económico, político y cultural.

El gran desafío para el trabajo en la promoción y defensa de los derechos sexuales y derechos reproductivos, es precisamente relacionar el análisis estructural / contextual, en las dimensiones mundial / global, regional y local con las respuestas, concepciones y prácticas cotidianas.  De esta lectura renovada podrán ubicarse elementos creativos y transformadores para que los derechos sexuales y derechos reproductivos, constituyan caminos de dignidad, equidad, autonomía y convivencia solidaria.

En estas referencias globales, es importante señalar características puntuales en los siguientes aspectos:

Desde los Actores:

Los medios de información escritos específicamente los periódicos han evolucionado en contenidos con respecto a los derechos sexuales y derechos reproductivos y han recogido los planteamientos de actores como ONG´s, movimiento de mujeres, CONAMU y agencias internacionales. Han difundido información en el proceso de reforma constitucional y sobre temas como el embarazo en adolescentes y la ley contra la violencia. La revista Vistazo es menos permeable a esta problemática y a los actores del movimiento de mujeres.

Se desprende de este trabajo, la necesidad de profundizar en la creación de opinión pública y de asumir que la sexualidad y la reproducción son derechos fundamentales de  mujeres y hombres.

Se establece la exigencia de profundización del trabajo que se realiza en sexualidad y reproducción en otros medios como la radio y la televisión.

Se constata que las iglesias católica, evangélica y la anglicana episcopal no tienen un planteamiento único, y que hay diferencias y debate en cada una de ellas respecto a algunos temas abordados.

La posición más conservadora surge de la iglesia católica en donde se afirma que en materia sexual y reproductiva, aunque hay avances de conocimiento, existen retrocesos éticos y morales. La iglesia evangélica se posiciona abierta a la interpretación de la realidad y la Biblia. 

La iglesia episcopal, con una posición progresista defiende al interior de la familia y-o en la relación de pareja, el derecho de la mujer a tomar decisiones sobre su salud sexual y reproductiva. 

Un reto importante es visibilizar en los otros actores, los planteamientos diversos de las iglesias, pues es un estereotipo marcado representar las opiniones de la iglesia desde una visión de unicidad.

En el Estado, se reconocen los avances internacionales en materia de salud sexual y reproductiva al igual que los avances legislativos. En los últimos cinco años, se han producido avances en la regulación de los derechos sexuales y reproductivos, el más importante es la incorporación de estos derechos en la Constitución Política de la República.

Sin embargo, pese a la constitucionalización, en el sistema jurídico persisten prácticas sexistas que impiden la real y efectiva vigencia de los derechos.

Algunas de las leyes que se han dictado en los últimos dos años y que pueden influir políticamente, dependen para su aplicación, de recursos actualmente inexistentes. Por otro lado no se percibe una voluntad estatal de canalizar esfuerzos para ponerlos en práctica.

En políticas públicas, se resalta la presencia de la  ley de Maternidad Gratuita, la cual no ha sido suficientemente debatida, ni mirada como un modelo de Reforma del Sector Salud, como una política de discriminación positiva, o como la posibilidad de construir veedurías en la calidad de los servicios reproductivos.

En salud, se tiene también la anticoncepción de emergencia, la sexualidad en adolescentes y la atención de la violencia intrafamiliar como elementos fundamentales de las normas de salud reproductiva en proceso de implementación. Hay silencio de temas como el mejoramiento de la calidad de los servicios en aborto y  la orientación sexual.

La Ley sobre la sexualidad y el amor, que se ejecuta en el  Ministerio de Educación y Cultura, no muestra avances significativos en cuanto a su contenido, enfoque y ejecución. Denotan slogans superficiales que dan cuenta de la necesidad de cambios de enfoque en esta materia, para posibilitar procesos sociales, comunicativos, informativos y participativos.

El mayor logro estatal, gira en torno a la violencia doméstica, sin embargo, falta profundizar desde la lógica de derechos y trabajar la violencia sexual.

Las estadísticas enfatizan en las mujeres, toda una ciencia en materia sexual y reproductiva que invisibiliza a los hombres. La información disponible, expresa a la vez que limita una visión del tema sexual y reproductivo. Resalta el rol materno y el binomio madre-hijo, y apenas muestran algunos elementos de salud sexual y de riesgos epidemiológicos como la violencia intrafamiliar.

Se puntualiza que la incorporación de mujeres ligadas al movimiento de mujeres, ha sido fundamental para el avance en materia de políticas públicas oficiales en los programas ministeriales y en el discurso público, todavía poco visible y con poco impacto.

Se hace necesario aunar esfuerzos en el Sector Salud para implementar en todo el país y con un enfoque de derechos las Normas de Salud Reproductiva.

El movimiento de mujeres, aparece disperso y con pocas alianzas. Sin embargo se  reconoce el liderazgo de la Coordinadora Política de Mujeres, del CONAMU y de ONG´s de género que han permitido avances constitucionales. Se resalta la presencia de la comunidad GLBT.

Las diversas organizaciones no gubernamentales, especialmente las ONG´s del movimiento de mujeres, al tiempo que han logrado la visibilización de una gran parte de sus problemáticas, han optado también por no discutir temas polémicos.

Se plantea como retos, asumir los instrumentos internacionales que el Ecuador suscribe, y debatir al interior del movimiento de mujeres sobre temas como el aborto, orientación sexual, trabajo sexual y el enfoque de diversidad para abordar por ejemplo las culturas indígenas. 

La academia tiene un trabajo incipiente en salud sexual y reproductiva, lo cual explica la ausencia de debate al respecto. Surgen personalidades mas que instituciones o procesos académicos de envergadura. No obstante, se visualiza una permeabilización de estos espacios pues existen tesis de pregrado en donde se muestra posiciones polares.

Se debe decir, que muchos de los eventos de formación y capacitación están concentrados en las ONG´s especializadas en género y en el CONAMU, quienes han acumulado una importante experiencia en metodologías de capacitación y sistematización de experiencias en diversos temas de los derechos sexuales y reproductivos.

Desde los temas:

En relación al concepto de los derechos sexuales y derechos reproductivos, solamente las iglesias católica y evangélica no incorporan la noción de derecho, y restringen la sexualidad y la reproducción al ámbito de la pareja. En los demás sectores el concepto adquiere una noción de integralidad, con un enfoque de derechos humanos. La indivisibilidad tiene como punto de partida la decisión de la mujer sobre su propio cuerpo.

Respecto a cada uno de los temas que abarca este estudio y que son parte de los DSR, se establece una especie de tipología en el abordaje temático, por lo cual se agrupa en  cuatro grupos, así:

1. La violencia intrafamiliar es el tema que con mayor eficacia se ha abordado, con la iniciativa del Estado (CONAMU) y el movimiento de  mujeres, así lo corrobora la ley 103,  la presencia de las comisarías de la mujer y la familia en 21 ciudades capitales de provincia, el desarrollo metodológico de diversos modelos de atención y prevención, el enfoque de violación de los derechos de las mujeres, etc. Es el tema que mayor opinión pública ha creado. 

La profundización de la violencia psicológica y la violencia sexual es insuficiente. Quedan como retos, entre otros, accionar en mujeres diversas (indígenas, adolescentes, cárcel), la consideración del acoso como delito, debatir sobre los procesos penales cuya demostración de la prueba recae en la víctima, implementar la atención en todos los servicios de salud del país.

2. Temas como el matrimonio y la maternidad, se presentan naturalizados, silenciados, la ausencia de debate, incluido el movimiento de mujeres, invisibiliza modelos y esquemas estereotipados en el marco jurídico y en el imaginario social.

En efecto,  el matrimonio desde la Constitución establece un modelo de familia, heterosexual y monogámico que tiene status. La jefatura femenina tiene status menor y se asimila a grupos vulnerables, más que a otra forma de constitución familiar que debe ser protegido. La unión libre, frecuente en el Ecuador, es visto como una condición de segunda clase.

La maternidad se aborda con estereotipos sexistas y sin sujeto social. Las soluciones son técnicas. La Ley de Maternidad Gratuita es un tema “polémico” que no es debatido, es visto como la panacea desde el estado y no se abordan sus dificultades de operativización. La mirada de esta ley como una política de discriminación positiva  y como propuesta de reforma del sector salud está ausente. El movimiento de mujeres mantiene silencio.

3. En un tercer grupo, están aquellos temas que aparecen con acuerdos de acción  y que sin embargo, una lectura más fina, muestra diferencias importantes en los enfoques, en las acciones, en las responsabilidades sociales. 

La educación sexual vista como necesidad, plantea diferencias al interior de iglesias y ONG´s respecto a la edad de inicio de la educación, o al enfoque central (derechos, equidad o amor). La postura radical de algunas iglesias defienden como actor fundamental a los padres de familia y no al sistema educativo.

La planificación familiar no siempre es abordada con un enfoque de derechos, y presenta problemas de acceso por la disponibilidad de servicios, el costo de insumos y la toma de decisión de la mujer que pasa por un posicionamiento de las parejas, y de la relación de género desigual. En salud el énfasis se da en la responsabilidad unilateral de las mujeres. Llama la atención un criterio minoritario, que plantea que la planificación debe tener competencia privada (familiar), mas que pública (política pública).

4. Un cuarto grupo temático, contiene aquellos temas, en donde, aunque no exista debate, son polémicos y resisten a acuerdos. El silencio, va de la mano de una dificultad social e institucional de incorporar el enfoque de derechos, deconstruir contenidos tradicionales que permitan otro tipo de connotaciones sobre los temas.

El divorcio es visto como problema y se plantea la necesidad de evitarlo. Sólo el movimiento de mujeres y el Estado plantean el divorcio como alternativa.

El aborto es tema controversial silenciado desde todos los sectores, incluido el movimiento de mujeres. Apenas en el  2000, la reflexión en el día de su despenalización, mostró reacciones de hostigamiento. El silencio se agrava, cuando los diversos sectores perciben un planteamiento único de las iglesias, o miran sólo la iglesia católica.

El VIH-SIDA si bien ha visibilizado a la amplia y diversa comunidad gay, no contempla en su accionar los derechos de las personas viviendo con VIH, la ley no se cumple y sectores como el movimiento de mujeres no ha debatido al respecto. 

La prostitución enfatiza su mirada en la trabajadora sexual y no en el resto de actores. Tampoco se contemplan los derechos de las trabajadoras sexuales sino desde ellas mismas, y muchos sectores incluidos los medios las perciben y muestran estigmatizadas.

La homosexualidad muestra en los diferentes actores una postura favorable que se mueve entre la tolerancia, el respeto y el derecho de una orientación sexual diferente a la heterosexual. El lesbianismo es menos visible. La corriente dura viene de un sector de la iglesia que  percibe el homosexualismo como pecado, y anormalidad.

Desde lo metodológico: 

El esfuerzo realizado por el CLADEM Ecuador para culminar este trabajo, es importante.  Concluirlo es un hito  a pesar de las limitaciones ubicadas al inicio. Al inicio el eje unificador fue el protocolo de investigación realizado por el CLADEM regional, y actualmente queda una experiencia individual, institucional y como CLADEM Ecuador.

Este hecho, establece que los criterios de selección no hayan sido colectivos (del equipo), sino que se hayan solventado en cada uno de los grupos. Fue el o la responsable por componente, de acuerdo a potencialidades y limitaciones de acceso de información por diversos motivos (institucionales, geográficos, de tiempo) quien eligió fuentes, entrevistados, periódicos, revistas, etc. 

Finalmente, se debe destacar la pertinencia de está investigación y de su principal instrumento “el protocolo”, pues ha permitido un trabajo regional que da luces sobre la temática abordada. La información levantada, las interrogantes surgidas en el proceso, los límites ubicados y los desafíos a futuro, abren importantes entradas para nuevos estudios, prácticas y transformaciones.
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